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ABSTRACT 

The present paper focuses on the study of the Protection and Safety Measures for 

Victims of Domestic Violence, as a result of the enactment of the Organic Law 1 of 

December 28, 2004 on Integral Protection Measures against Gender Violence. The 

implementation and adoption of such law has been a daunting and laborious task, not 

only for Spain but also for Europe and many other States.  

The legislator with this legal text seeks to provide protection to women who suffer 

gender-based violence by their partners or ex-partners. For this reason it incorporates 

substantial developments in the civil and penal law treatment of this phenomenon, such 

as establishing courts and prosecutions ex novo that are specialised in the field, as well 

as a whole arsenal of protective measures that aims to avoid the contact between the 

victim and the oppressor and to guarantee protection to both victim and family 

members. Henceforth, this law constitutes an important milestone in our legal system, 

marking a turning point in the treatment of domestic violence against women. This 

entails a major achievement not only for women but for society at large. 

 

RESUMEN (entre 150 y 300 palabras) 

El presente trabajo se centra en el estudio de las Medidas de Protección y 

Seguridad a las Víctimas de Violencia de Género, como consecuencia de la 

promulgación de la Ley 1/2004, de 28 diciembre, de Medidas de Protección Integral 

contra la Violencia de Género. La creación y aprobación de una Ley, de estas 

características, ha constituido una ardua y laboriosa tarea, no sólo para España, sino 

también para Europa y muchos otros Estados que no forman parte de la Unión Europea. 

Con este texto legal, el legislador, pretende dotar de protección a las mujeres que sufren 

violencia de género por parte de sus parejas o ex parejas. Para ello introduce novedades 

sustanciales para el tratamiento penal y civil de este fenómeno, tales como la creación 

ex novo de Juzgados y Fiscalías especializados en esta materia, así como todo un 

conjunto de medidas de protección específicas, cuya finalidad es evitar la interacción de 
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la víctima con el agresor y garantizar la protección de la misma, y también la de sus 

familiares.  

Por lo tanto, esta Ley supone un gran avance dentro de la política legislativa 

española, y es considerada, todo un logro, no sólo para las mujeres, sino para la 

sociedad en su conjunto.  

 

INTRODUCCIÓN. 

Para referirse a la violencia que ejercen los hombres sobre las mujeres se han 

empleado en España diferentes expresiones. Se ha hablado tanto de violencia doméstica, 

violencia familiar, violencia machista, violencia de sexo, y en los últimos años se ha 

adoptado el término de violencia de género. 

La expresión violencia de género es la traducción del inglés gender-based violence o 

gender violence, expresión que fue difundida a raíz del Congreso sobre la Mujer 

celebrado en Pekín en 1995, de la ONU. Con ella se identifica la violencia tanto, física 

como psicológica, que se ejerce contra las mujeres por razón de su sexo, como 

consecuencia de su tradicional situación de sometimiento al varón en las sociedades de 

estructura patriarcal
1
. 

Generalmente este término ha generado confusión con el de violencia doméstica. La 

La violencia de género hace referencia a todos aquellos actos de sufrimiento que se 

infringen a las mujeres, comprendiendo éstos, tanto el maltrato en las relaciones de 

pareja, como la agresión sexual en la vida social y el acoso laboral, en los términos a los 

que se refiere la Exposición de Motivos de la LOMPIVG
2
. De hecho, a LOMPIVG 

define el objeto de esta ley, en su art. 1
3
. Para esta Ley, es requisito imprescindible, para 

                                                           

1
 MAGARIÑOS YÁÑEZ, J.A., El Derecho contra la Violencia de Género, ed. Montecorvo, S.A., Madrid, 

2007, pág. 24 
2
 BURGOS LADRÓN DE GUEVARA, J., Principios rectores de la LO 1/2004, de 28 de diciembre, de 

violencia de género. Revista Vasca de Derecho procesal y arbitraje, T.2, mayo 2007, págs. 163-165 
3
 Art. 1.1 LOMPIVG: “La presente Ley tiene por objeto actuar contra la violencia que, como 

manifestación de la discriminación, la situación de desigualdad y las relaciones de poder de los hombres 

sobre las mujeres, se ejerce sobre éstas por parte de quienes sean o hayan sido sus cónyuges o de quienes 

estén o hayan estado ligados a ellas por relaciones similares de afectividad, aun sin convivencia.” 
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que se trate de un hecho constitutivo de violencia de género, la existencia de una 

relación matrimonial o sentimental, no bastando una relación de mera amistad
4
.  

 Por otro lado, la violencia doméstica, es una forma de violencia de género, pero 

circunscrita al ámbito familiar, es decir, aquella que puede ser ejercida por cualquier 

miembro de la comunidad familiar, siendo éstas las personas descritas en el art. 173.2 

del Código Penal (CP en adelante)
5
, cuyo objetivo dotar de una especial protección a la 

víctima, atendiendo a ese especial vínculo existente.  

 La violencia contra las mujeres o violencia de género supone una grave violación 

de los derechos humanos, concretamente la salud y dignidad de las mujeres. Su origen 

se ha explicado como una manifestación de las relaciones de poder o dominación 

masculina sobre las mujeres, como una consecuencia más de la desigualdad entre ambos 

que produce la sociedad.  

No se trata de un fenómeno emergente, siendo éste muy antiguo, y habiéndose 

mantenido oculto hasta hace pocas décadas, tratándose por tanto de un tema tabú, para  

la sociedad.  

No fue hasta los años noventa, en los que varias organizaciones internacionales 

realizaron una serie de campañas y declaraciones contra la violencia hacia las mujeres. 

Con este movimiento se pretendía reconocer la necesidad imperiosa de la aplicación 

universal a la mujer de los derechos y principios relativos a la igualdad, seguridad, 

libertad, integridad y dignidad de todos los seres humanos y manifiesta su preocupación 

por la situación de la mujer en ese momento, la cual se encontraba en un plano de 

desigualdad frente al hombre, suponiendo esto un claro obstáculo para el logro de la 

igualdad, el desarrollo y la paz.  

La ONU define la violencia contra las mujeres como “todo acto de violencia basado 

en la pertenencia al sexo femenino que tenga o pueda tener como resultado un daño o 

                                                           

4
  SAP Sevilla, de 28 de noviembre de 2007 

5
 Art. 173.2 CP: “El que habitualmente ejerza violencia física o psíquica sobre quien sea o haya sido su 

cónyuge o sobre persona que esté o haya estado ligada a él por una análoga relación de afectividad aun 

sin convivencia, o sobre los descendientes, ascendientes o hermanos por naturaleza, adopción o afinidad, 

propios o del cónyuge o conviviente, o sobre los menores o personas con discapacidad necesitadas de 

especial protección que con él convivan o que se hallen sujetos a la potestad, tutela, curatela, 

acogimiento o guarda de hecho del cónyuge o conviviente, o sobre persona amparada en cualquier otra 

relación por la que se encuentre integrada en el núcleo de su convivencia familiar, así como sobre las 

personas que por su especial vulnerabilidad se encuentran sometidas a custodia o guarda en centros 

públicos o privados…” 
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sufrimiento físico, sexual o psicológico para la mujer, así como las amenazas de tales 

actos, la coacción o la privación arbitraria de la libertad, tanto si se producen en la 

vida pública como privada”.  

En la actualidad, el concepto de violencia de género, no sólo hay que entenderla 

como aquellos actos de violencia que atenten contra la integridad física de la mujer, 

siendo este concepto mucho más amplio abarcando no sólo la violencia física, sino 

también la sexual y psicológica. Además, esta no se produce única y exclusivamente 

dentro del ámbito sentimental, sino que también tiene lugar en el ámbito familiar. 

La Constitución Española (CE en adelante) incorpora en su art. 15 el derecho de 

todos a la vida y a la integridad física y moral, sin que en ningún caso puedan ser 

sometidos a torturas ni a penas o tratos inhumanos o degradantes. Además, continúa  

esta Carta Magna, estos derechos vinculan a todos los poderes públicos y sólo por ley 

puede regularse su ejercicio. 

A través de la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección 

Integral contra la Violencia de Género (LOMPIVG en adelante) se aborda por primera 

vez la problemática de la violencia y discriminación sexista desde todos los puntos de 

vista necesarios: educativo, sanitario, laboral, publicitario, penal y judicial, 

estableciendo una serie de medidas que van desde la prevención (como es la obligación 

de los centros docentes de educar a los menores en valores y en el respeto a la igualdad 

entre hombres y mujeres), pasando por medidas paliativas o asistenciales que 

minimicen los efectos de la violencia sexista hasta medidas de carácter penal y procesal 

a través de las cuales se realiza un endurecimiento de las penas a los maltratadores y se 

garantiza una mayor protección de la víctima
6
. 

Es por ello que los poderes públicos no pueden ser ajenos a la violencia de género, 

que constituye uno de los ataques más flagrantes a derechos fundamentales como la 

libertad, la igualdad, la vida, la seguridad y la no discriminación proclamados en nuestra 

Constitución. Esos mismos poderes públicos tienen, conforme a lo dispuesto en el art. 

9.2 CE, la obligación de adoptar medidas de acción positiva para hacer reales y 

                                                           

6 CUADRADO SALINAS, C., Feminismos, Algunos Aspectos Procesales de la Ley Orgánica de 

Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género, ed. 2006, pág. 143 
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efectivos dichos derechos, removiendo los obstáculos que impiden o dificultan su 

plenitud
7
. 

Esta ley apuesta claramente por hacer frente al problema de la violencia de género 

no sólo desde el ámbito penal, lo cual lleva a dar mayor relevancia a la prevención 

primaria y secundaria. En este sentido, la LOMPIVG, por otro lado, incluye junto a 

nuevas reformas de índole penal medidas de protección a las víctimas y algunas pautas 

de intervención simbólica encaminadas a la erradicación de la violencia de género: 

educación, publicidad, etc.  

 

CAPÍTULO I.- La repercusión legal de la Violencia de Género 

1. La Ley integral contra la violencia de género. 

El art. 1.1 LOMPIVG, contiene la definición de lo que entiende este texto legal por 

violencia de género. Esta definición abarca varias cuestiones, siguiendo para ello, 

distintos criterios interpretativos. En primer lugar, esta violencia se reduce únicamente 

al ámbito de la relación de pareja o ex pareja heterosexual, teniendo ésta su origen en la 

situación de desigualdad social entre la mujer y el hombre. Su estructura responde al 

diagnóstico sobre las diversas causas que provocan la violencia contra las mujeres 

causadas por sus parejas o ex pareja.  

Asimismo, esta ley recoge un concepto instrumental de Violencia de Género, 

referido a la violencia que se ejerce en el ámbito doméstico contra las mujeres y de las 

que son víctimas directas o indirectas los hijos. Esta ley, no sólo se centra en el ámbito 

de la violencia física, sino que además tiene en cuenta el factor cultural de este 

fenómeno, por ello reforma las leyes de educación con el objetivo de que las 

generaciones venideras crezcan con valores tales como la igualdad, así como utilicen 

técnicas pacíficas de resolución de conflictos.  

La LOMPIVG, es plenamente consciente de que, a pesar del mensaje formal y 

constitucional de igualdad entre hombres y mujeres, aún siguen transmitiéndose 

estereotipos de mujeres “objetos” en nuestra sociedad, así como mensajes denigrantes 

                                                           

7 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS, Ley Orgánica de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de 

Género, Segundo Apartado 
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para dicha condición. Con la modificación de la Ley General de Publicidad, (LGP en 

adelante), se permitió  que sean las propias Asociaciones de la Mujer, las que puedan 

solicitar el cese de la divulgación de los mensajes vejatorios, de conformidad con lo 

establecido en el apartado c) del art. 6.2 de la LGP, constituyendo la meritada 

modificación, otra herramienta legal más en defensa de los derechos de las mujeres
8
.  

La Fiscalía General del Estado, señala que la LOMPIVG agrupa en dos categorías 

las formas que puede adoptar la violencia contra la mujer, la física y la psicológica, sin 

que ello suponga restricción de la aplicación legal a otras eventuales manifestaciones de 

violencia de género si tienen cabida en la definición del apartado primero del primer 

artículo
9
.  

En lo que a la protección de bienes jurídicos se refiere, esta violencia ataca 

directamente a aquellos protegidos en los artículos 10, 14 y 15 CE, siendo éstos los 

referentes a la dignidad de la persona, a la vida y a la integridad física y moral
10

.  

Con la entrada en vigor de esta Ley, se ha visto afectado también el CP, 

introduciendo nuevos arts. que contemplan la sanción para las conductas constitutivas 

de violencia de género, (arts. 148.1.4º y 153.1 CP)
11

. 

                                                           

8
 Señala el apartado c) del art. 6.2 LGP: “Adicionalmente, frente a la publicidad ilícita por utilizar de 

forma discriminatoria o vejatoria la imagen de la mujer, están legitimados para el ejercicio de las 

acciones previstas en el artículo 32.1, 1.ª a 4.ª de la Ley de Competencia Desleal: 

c) Las asociaciones legalmente constituidas que tengan como objetivo único la defensa de los intereses 

de la mujer y no incluyan como asociados a personas jurídicas con ánimo de lucro.” 

9
 Circular 4/2005 relativa a los criterios de aplicación de la Ley Orgánica de Medidas de Protección 

Integral contra la Violencia de Género 
10

 SIBONY, R.,  Proceso Penal Práctico en la Ley Integral contra la Violencia de Género, ed. Bosch, 

Barcelona 2010,  pág.  67 
11

 Art. 153.1 CP: “El que por cualquier medio o procedimiento causare a otro menoscabo psíquico o una 

lesión de menor gravedad de las previstas en el apartado 2 del artículo 147, o golpeare o maltratare de 

obra a otro sin causarle lesión, cuando la ofendida sea o haya sido esposa, o mujer que esté o haya 

estado ligada a él por una análoga relación de afectividad aun sin convivencia, o persona especialmente 

vulnerable que conviva con el autor, será castigado con la pena de prisión de seis meses a un año o de 

trabajos en beneficios de la comunidad de treinta y uno a ochenta días y, en todo caso, privación del 

derecho a la tenencia y porte de armas de un año y un día a tres años, así como, cuando el juez o 

tribunal lo estime adecuado al interés del menor o persona con discapacidad necesitada de especial 

protección, inhabilitación para el ejercicio de la patria potestad, tutela, curatela, guarda o acogimiento 

hasta cinco años.” 
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De la lectura de la Exposición de Motivos, de la referida ley, se extraen una serie 

cuestiones a destacar de la misma: 

En primer lugar, se observa cómo esta ley, trata a la mujer como “ciudadana” 

equiparándola al término “ciudadano”, haciendo hincapié de esta forma, en el grave 

problema que supone el hecho de que las mujeres no tengan totalmente garantizados en 

nuestro Estado Social y Democrático de Derecho, el pleno ejercicio de los derechos 

fundamentales a la vida, libertad, igualdad y seguridad.  

“Otro de los objetivos a destacar de este texto legal, es finalidad protectora de este 

tipo de violencia, destacando el legislador que no es el sexo en sí de los sujetos activo y 

pasivo la cuestión determinante para la existencia de esta ley, sino el carácter 

especialmente lesivo de ciertos hechos a partir del ámbito relacional en que se 

producen y del significado objetivo que adquieren como manifestación de una grave y 

arraigada desigualdad
12

.” 

La LOMPIVG, no deja de lado en su Exposición de Motivos, la importancia de la 

creación de Juzgados y Fiscalías especializados por razón de la materia, según lo 

establecido en el art. 14.5 de la LECrim., y cuya finalidad es garantizar una tutela 

judicial efectiva frente a este grave fenómeno social, a los que posteriormente se hará 

referencia
13

. 

Se trata por tanto de una ley de “igualdad promocional” y, en este sentido es una ley 

intervencionista, que desarrolla funciones reguladoras de índole social y penal para la 

realización de esos fines de prevención, orientada a la erradicación de la violencia de 

género y/o a la protección de las víctimas y para hacer efectivos los valores de igualdad 

entre el hombre y la mujer.  

Este planteamiento ha chocado con críticas importantes sobre la crisis de la 

generalidad de las normas que conllevan la opción de dar un tratamiento jurídico-penal 

diferenciado en función del sexo del agresor y de la víctima en los supuestos de 

violencia familiar. Frente a ellas se recuerda la obligación del Estado de intervenir con 

                                                           

 
13

 Recoge el art. 14.5 LECrim., la competencia de estos Juzgados especializados, expresando en todos sus 

apartados, las materias que son objeto de su conocimiento. 
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todos sus medios para promover la igualdad real de las mujeres, lo cual puede justificar 

en algunos casos las discriminaciones positivas y, en otros, requerir, intervenciones más 

radicales para remover atavismos como los que sustentan las agresiones contra las 

mujeres
14

. 

De esta manera, el art. 14 CE, que consagra el derecho fundamental a la igualdad, 

“sin que pueda prevalecer discriminación por razón de sexo…”. Así pues, en palabras 

del Tribunal Constitucional (en adelante TC) “se pretende acabar con una histórica 

situación de inferioridad atribuida a la mujer”
15

.  Por tanto, en este sentido la 

discriminación positiva, ha sido reconocida y aceptada por la CE, así como por reiterada 

jurisprudencia del TC, el cual en numerosas sentencias ha declarado que “no puede 

darse violación del principio de igualdad entre quienes se hallan en situaciones 

diferentes”
16

. Existe aquí un componente polémico muy evidente, a la hora de 

determinar que el fenómeno de la agresión de un hombre sobre una mujer sea igual que 

el de una mujer sobre un hombre, siendo ello objeto de debate. Y es que, por fortaleza 

física, por rol social, e incluso por educación, con carácter general, los hombres están 

más preparados para repeler y resistir una agresión que la gran mayoría de las mujeres.  

Todo ello, no obsta, que con carácter excepcional puedan existir mujeres con mayor 

fortaleza y capacidad que algunos varones, pero esto no puede condicionar una Ley, ya 

de por sí necesaria, que pretende dar respuesta a la generalidad de los supuestos, cuyo 

objetivo es combatir estos dramáticos episodios. 

 

2. Antecedentes y Evolución Legislativa. 

La prevención y eliminación de la violencia contra la mujer, en general, y de la 

violencia de género, en particular, es y ha sido una de las grandes preocupaciones de la 

comunidad internacional. 

                                                           

14
 SANZ-DIEZ DE ULZURRUM ESCORIAZA, J., Violencia de género, Ley Orgánica de Protección 

Integral contra la Violencia de Género, ed. Experiencia, Barcelona, 2005, pág. 11 
15

 STC 128/1987, de 16 de julio.  
16

 STC 26/1987, de 27 de febrero. 
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Hay que decir que durante mucho tiempo, la violencia sobre la mujer, 

manifestándose de manera concreta a través del abuso conyugal o análogo, no ha sido 

etiquetado, ni sancionado como tal.  

Con carácter general, este fenómeno constituía un hecho aceptado por la sociedad, 

entendiéndose de esta forma, como un problema de carácter privado, no considerándose 

por tanto, como una conducta criminal
17

. 

La lucha de la violencia contra la mujer ha ido adquiriendo una importante 

repercusión social e interés, tanto para en el ámbito nacional como internacional. Así, el 

año 1975, fue declarado por la ONU Año Internacional de la Mujer. Frente a la posición 

de diversos Estados, que pretendían limitar los derechos de las mujeres, la Declaración 

aprobada por la Conferencia Mundial de Derechos Humanos de Viena de 1993, 

estableció como base mínima, la igualdad de hombre y mujeres en la aplicación de los 

derechos humanos. 

En ese mismo año, se aprobó en la ONU un documento esencial: la Declaración 

sobre la Eliminación de la Violencia contra la Mujer, en la que se afirma que “la 

violencia de género no es un problema exclusivamente femenino, sino que afecta a la 

sociedad en su conjunto y es un atentado contra los derechos humanos fundamentales”. 

Su contenido ha servido de base a posteriores conferencias internacionales.  

Un hito de especial incidencia y relevancia, fue la IV Conferencia de Mujeres, 

celebrada en Beijing en 1995, que supuso un punto de inflexión, no sólo porque 

consolidó los contenidos de las anteriores conferencias, sino también porque dejó de ser 

una conferencia de mujeres para las mujeres, pasando a considerarse que el cambio de 

la situación de las mujeres, es un objetivo que afecta a la sociedad en su conjunto.  

En esta Conferencia se aprobó por unanimidad la Declaración y la Plataforma de 

Acción de Beijing, que ha sido, en esencia, un programa para la potenciación del papel 

de la mujer y que representa un momento crucial del futuro tratamiento de esta cuestión. 

Se trata del documento más completo producido por una conferencia de Naciones 

Unidas en relación a los derechos de las mujeres, ya que incorpora lo logrado en 

                                                           

17
 SIBONY, R., Proceso Penal Práctico en la Ley… op. cit. pág. 38 
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conferencias y tratados anteriores y, además, identifica diversas esferas de especial 

preocupación, tales como la pobreza, las desigualdades en educación y acceso a la 

salud, la violencia contra la mujer, las consecuencias de los conflictos armados en las 

mujeres, la desigualdad en las estructuras y políticas económicas, la desigualdad entre la 

mujer y el hombre en el ejercicio del poder y en la adopción de decisiones a todos los 

niveles, etc. 

 

2.1. Repercusión en el ámbito europeo.  

Fue en 1986  cuando se planteó por primera vez el problema de la violencia contra 

las mujeres, en el seno del Parlamento Europeo, por medio de la Resolución A-44/86, 

sobre Agresiones a la Mujer, donde se abordaba el problema de estas agresiones bajo 

diversos puntos de vista, desde las agresiones sexuales y las agresiones en el ámbito 

privado, hasta la prostitución
18

. 

En esta misma línea, el Parlamento Europeo adoptó en el año 1994 la Resolución 

A3-0349/94, sobre las violaciones de las libertades y los derechos fundamentales de las 

mujeres, en la que cual se pone de manifiesto, principalmente, la problemática de la 

violación de los derechos, haciendo especial hincapié, en el derecho de las mismas a la 

integridad física.  

No menos importante fue, la Resolución A4-0250/97, del meritado órgano, sobre 

una Campaña Europea de Tolerancia Cero ante la Violencia contra las mujeres, en la 

que considera que la violencia masculina contra las mujeres tanto en la familia, como en 

el lugar de trabajo o en la sociedad, constituye, un maltrato a la mujer, tanto físico como 

psicológico.  

2.2. Repercusión en el ámbito nacional.  

Por lo que respecta a España, la igualdad de derechos entre hombres y mujeres no es 

reconocida expresamente hasta la promulgación de la CE y en todos los códigos penales 

españoles, hasta el año 1983, se consideraba una atenuante en la relación conyugal, las 

                                                           

18
 SANZ-DIEZ DE ULZURRUM ESCORIAZA, J., Violencia de género… op. cit., pág.17 
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agresiones físicas, causadas como consecuencia de los malos tratos del hombre a la 

mujer. No fue hasta la reforma de la Ley 14/1975, de 2 de mayo, sobre reforma de 

determinados artículos del Código Civil y del Código de Comercio en relación con la 

situación jurídica de la mujer casada y los derechos y deberes de los cónyuges, se 

contemplaba una posición peculiar de la mujer casada en la sociedad conyugal, en la 

que, como consecuencia de los cánones populares, fijaban una potestad de dirección que 

también la religión y la historia atribuían en este caso al marido
19

. 

Todo ello, suponía una limitación a la libertad de las mujeres, que sin el 

consentimiento expreso de sus maridos, no podían desarrollarse profesionalmente, ni ser 

responsables de la administración de la familia, ni conducir, ni siquiera formarse 

académicamente, relegándolas a un estatus jurídico idéntico al de los menores y los 

incapacitados, teniendo éstas que obedecer al marido por imperativo legal.  

Por tanto con la Ley 14/1975, de 2 de mayo, anteriormente mencionada, se eliminó 

la figura de la licencia marital y obediencia del marido, consagrándose en  el 

ordenamiento jurídico, el principio de igualdad entre los cónyuges, además de 

modificarse el régimen de los derechos y deberes de la relación matrimonial
20

. 

Aún así, la discriminación hacia la mujer seguía patente, llegando incluso a 

manifestarse abiertamente, por personalidades de la época, como el Sr. Sánchez Ventura 

y Pascual, Ministro de Justicia, el cual se refirió a la meritada Ley en los siguientes 

términos: 

“Cuando hablo de igualdad me refiero a la situación jurídica que exige la dignidad 

de la persona humana. No por supuesto, a una inexistente, utópica y, a veces hasta 

ridícula igualdad entre sexos que la ciencia, la prudencia y, sobre todo, la naturaleza 

rechazan unánimemente”.  

Años más tarde, con la llegada de la Constitución, en 1978, se originó un cambio en 

la regulación del Derecho de Familia, y en su art. 14 consagra como derecho 

                                                           

19 
SIBONY, R., Proceso Penal Práctico en la Ley… op. cit., pág. 38 

20 
SIBONY, R., idem  pág. 39 
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fundamental la igualdad y la no discriminación: “Los españoles son iguales ante la 

ley… sin…discriminación alguna  por… razón de…sexo”.  

No fue hasta la promulgación de la Circular de la Fiscalía General del Estado 1/98 

sobre la violencia doméstica, que constituyó todo un hito en esta materia, junto con el 

informe del Defensor del Pueblo del mismo año, ya que integraron importantes 

recomendaciones en la lucha contra la violencia sobre la mujer, así como la revisión de 

preceptos penales y procesales, la coordinación entre las Administraciones, actuaciones 

en materia educativa.  

Otra fecha a destacar es la del 11 de mayo del 2001, en la que el Consejo de 

Ministros, que presidía José María Aznar, aprobó el II Plan Integral contra la Violencia 

Doméstica. Este texto sentaba las bases para la futura redacción de la actual ley, cuya  

estructura se dividía en cuatro áreas: medidas preventivas y de sensibilización; medidas 

legislativas y procedimentales; medidas asistenciales e intervención social e 

investigación.  

Este Plan Integral tenía por finalidad “… formular medidas legislativas que dieran 

una respuesta integral frente a la violencia de género…” y  fueron ejecutadas dentro de 

la Comisión de Política Social y Empleo del Congreso de los Diputados, lo que ha 

permitido el desarrollo legislativo de una serie de medidas, entre las que se encuentran: 

 La Ley 38/2002, de 24 de octubre, de reforma parcial de la Ley de 

Enjuiciamiento Criminal, sobre procedimiento para el enjuiciamiento rápido 

e inmediato de determinados delitos y faltas, y de modificación del 

procedimiento abreviado.  

  Ley Orgánica 8/2002, de 24 de octubre, complementaria de la Ley de 

reforma parcial de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, sobre procedimiento 

para el enjuiciamiento para el enjuiciamiento rápido e inmediato de 

determinados delitos y faltas.  

 La Ley Orgánica 11/2003, de 29 de septiembre, de medidas concretas en 

materia de seguridad ciudadana, violencia doméstica e integración social de 

los extranjeros.  
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 La Ley 27/2003, de 31 de julio, reguladora de la Orden de protección de las 

víctimas de la violencia doméstica. 

Todas estas reformas legales, siempre se habían referido al concepto de 

violencia doméstica.  

Con la entrada en vigor de la LOMPIVG, se introdujo el término de violencia de 

género, entendiendo por ésta la violencia específica de la pareja o ex pareja masculina 

sobre la mujer, y dejándose claro que esta violencia tiene su origen en la desigualdad 

existente entre ambos sexos.  

No sólo se han promulgado leyes y disposiciones de aplicación estatal, también, 

las Comunidades Autónomas, casi en su totalidad, han creado su propia legislación 

particular en esta materia, incluso antes de que se aprobase la LOMPIVG, tal y como 

sucedió en la Comunidad Autónoma de Canarias, con la aprobación de la Ley 16/2003, 

de 8 de abril, de Prevención y Protección Integral de las Mujeres contra la Violencia de 

Género.  

 

3. Juzgados y Fiscalías en Violencia sobre la mujer.  

El título V de la LOMPIVG, dedica su primer capítulo a la instauración de los 

Juzgados de Violencia sobre la Mujer (en adelante, JVM), órgano jurisdiccional de 

carácter unipersonal, competente para el conocimiento conjunto de todas aquellas 

controversias penales y civiles que afecten a la mujer víctima de violencia de género, así 

como, a los menores e incapaces a su cargo, siempre y cuando el agresor sea con el cual 

le una, una relación sentimental o matrimonial. En la Exposición de Motivos de esta ley, 

se alude a que el texto legal apuesta por “una fórmula de especialización, dentro del 

orden penal, de los Jueces de Instrucción, creando los conocidos como JVM y 

excluyendo la posibilidad de creación de un orden jurisdiccional nuevo o la asunción de 

competencias penales por parte de los jueces civiles”.  
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La entrada en vigor de la LOMPIVG, supuso la inclusión dentro de la LECrim., 

de nuevos arts. referidos a las competencias atribuidas a los JVM, reconocidas en el art. 

14.5 LECrim., al igual que en el art. 87 ter LOPJ
21

. 

 Así, una de las especialidades más reseñables de los JVM, es la regulación de la 

competencia territorial. Generalmente, en el proceso penal, rige el fuero del lugar de 

comisión de los hechos a la hora de determinar la competencia territorial. Pero el art. 15 

bis LECrim., supone la sustitución del fuero tradicional, por el lugar del domicilio de la 

víctima, pretendiendo la Ley, con este fuero, acercar la justicia a la víctima, sin 

necesidad de que tenga que acudir a otros partidos judiciales distintos de los de su 

residencia, para iniciar el correspondiente proceso judicial
22

. 

La especialización por parte de los JVM, ha sido un cuestión controvertida tanto 

procesal como judicialmente, llegando incluso el propio Consejo General del Poder 

Judicial (en adelante, CGPJ), a discutir la idoneidad de la especialización de los 

referidos Juzgados, en la redacción de un informe sobre el Anteproyecto de la 

LOMPIVG. Entre las abundantes y duras críticas del citado informe se habla de la 

perversión de la novedosa propuesta legislativa a la cual el CGPJ, viene a denominar 

“como una especie de conmixtión de jurisdicciones, que tiene como resultado una 

jurisdicción especial, la jurisdicción de violencia sobre la mujer, un híbrido que 

combina aspectos penales y civiles” para los que “la atribución competencial objetiva 

no se hace en función de la materia sino en función del sexo del sujeto activo y 

pasivo”
23

.  

Fueron muchas las ocasiones en las que se cuestionó la constitucionalidad de los 

JVM, considerando que se lesionaba, con la creación de estos órganos jurisdiccionales, 

el principio de imparcialidad del Juzgador, suponiendo la infracción del derecho 

fundamental a un proceso con todas las garantías contemplado en el art. 24.2 CE. En 

                                                           

21
 DEL POZO PÉREZ, M., Comentarios Breves a la Ley de Medidas de Protección Integral contra la 

Violencia de Género, ed. Iustel, 2005, Salamanca, pág.188 
22

 Art. 15 bis LECrim.: “En el caso de que se trate de algunos de los delitos o faltas cuya instrucción o 

conocimiento corresponda al Juez de Violencia sobre la Mujer, la competencia territorial vendrá 

determinada por el lugar del domicilio de la víctima”. 
23

 DE HOYOS SANCHO, M., Tutela Jurisdiccional frente a la Violencia de Género, Aspectos Procesales, 

Civiles, Penales y Laborales, ed. Lex Nova, Valladolid, 2009, pág. 307 
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este sentido, hay que decir que el legislador se ha preocupado y ocupado de que los 

JVM cumplan todos los requisitos necesarios para garantizar el derecho al juez 

ordinario predeterminado por ley. Así, a pesar de las muchas cuestiones de 

inconstitucionalidad planteadas por los Juzgados y Tribunales, a día de hoy, no ha sido 

apreciada una posible inconstitucionalidad de los referidos Juzgados, tal y como se 

infiere de la sentencia del Tribunal (TC en adelante), que declara que “la diferencia 

remanente no infringe el artículo 14 de la CE (…) porque se trata de una diferenciación 

razonable, fruto de la amplia libertad de opción que goza el legislador penal, que, por la 

limitación y flexibilidad de sus previsiones punitivas, no conduce a consecuencias 

desproporcionadas. Se trata de una diferenciación razonable porque persigue 

incrementar la protección de la integridad física, psíquica y moral de las mujeres en un 

ámbito, el de la pareja, en el que están insuficientemente protegidos y porque persigue 

esta legítima finalidad de un modo adecuado a partir de la, a su vez razonable 

constatación de una mayor gravedad de las conductas diferenciadas, que toma en cuenta 

su significado social objetivo y su lesividad peculiar para la seguridad, la libertad y la 

dignidad de las mujeres”
24

.  

Así pues, la LOMPICVG optó por la creación de estos órganos jurisdiccionales 

específicos con competencias mixtas civiles y penales. El carácter mixto de estos 

órganos jurisdiccionales, es exclusivo y excluyente de conformidad con los arts. 49.5 de 

la Ley de Enjuiciamiento Civil, (LEC en adelante),  y el 57 de la LOMPIVG
25

. 

Los JVM, por tanto, instruirán la causa penal, y tramitarán los procedimientos 

civiles que en su caso se deriven. El objetivo es, en última instancia, dar tratamiento 

globalizador, coordinado y por tanto armónico a la violencia de género.  

Es por tanto, que “la creación de los Juzgados de Violencia sobre la Mujer no ha 

supuesto ni el nacimiento de una nueva jurisdicción ni el de una subjurisdicción dentro 

de la penal. Tampoco puede considerarse que nos encontremos ante una jurisdicción 

especial. Estamos más bien ante una especialización dentro de la jurisdicción penal”
26

. 

                                                           

24
 FJ 12º. STC 659/2008, 14 de mayo. 

25
 DE LA ROSA CORTINA, J. M., Tutela Cautelar de la Víctima, ed. Aranzadi, 2008, pág. 396 

26
 DE LA ROSA CORTINA, J. M., Tutela Cautelar… op. cit., pág. 397 
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La peculiaridad de esta especialización radica en que a diferencia de otras 

especializaciones, “ratione materiae”,  como declara el informe del CGPJ, es una 

especialización “ratione personae”, no susceptible de asimilarse a los aforamientos y 

calificada por el Consejo como establecimiento de una suerte jurisdicción especial por 

razón del sexo de una de las partes.  

En relación con la competencia en materia penal, la LOPJ, en su art. 87 ter, 

apartados a) y b), y el anteriormente señalado art. 14.5 LECrim., le atribuye la 

instrucción de hechos delictivos, siempre que concurran determinados requisitos de 

manera acumulada
27

.  

El primero de ellos, es relativo a los hechos delictivos, catalogados como actos 

de violencia de género, a los que se refiere de la misma forma, tanto el art. 87.1 ter 

LOPJ, mencionado en el párrafo anterior, como el artículo 44.1. a) de la LOMPIVG, así 

los delitos de homicidio, aborto, lesiones, lesiones al feto, delitos contra la libertad, 

delitos contra la integridad moral, contra la libertad e indemnidad sexuales
28

. 

El segundo, hace referencia a la relación existente entre el agresor y la víctima, 

teniendo que ser, una relación matrimonial o sentimental por parte de un varón contra 

aquella que sea o hay sido su esposa, o mujer o haya estado ligada al autor por análoga 

relación de afectividad, aún sin convivencia. También se considera como acto de 

                                                           

27
 SANZ-DIEZ DE ULZURRUM ESCORIAZA, J., Violencia de género… op. cit., pág. 120 

28
 Art. 87.1 ter LOPJ: “Los Juzgados de Violencia sobre la Mujer conocerán, en el orden penal, de 

conformidad en todo caso con los procedimientos y recursos previstos en la Ley de Enjuiciamiento 

Criminal, de los siguientes supuestos: 

a) De la instrucción de los procesos para exigir responsabilidad penal por los delitos recogidos en los 

títulos del Código Penal relativos a homicidio, aborto, lesiones, lesiones al feto, delitos contra la 

libertad, delitos contra la integridad moral, contra la libertad e indemnidad sexuales o cualquier otro 

delito cometido con violencia o intimidación, siempre que se hubiesen cometido contra quien sea o haya 

sido su esposa, o mujer que esté o haya estado ligada al autor por análoga relación de afectividad, aun 

sin convivencia, así como de los cometidos sobre los descendientes, propios o de la esposa o conviviente, 

o sobre los menores o incapaces que con él convivan o que se hallen sujetos a la potestad, tutela, 

curatela, acogimiento o guarda de hecho de la esposa o conviviente, cuando también se haya producido 

un acto de violencia de género. 

b) De la instrucción de los procesos para exigir responsabilidad penal por cualquier delito contra los 

derechos y deberes familiares, cuando la víctima sea alguna de las personas señaladas como tales en la 

letra anterior. 
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violencia de género, el que se realiza sobre los descendientes, propios o de su esposa o 

conviviente, o sobre los menores o incapaces que con él convivan o que se hallen 

sujetos a la potestad, curatela, tutela, acogimiento o guarda de hecho de su esposa o 

conviviente, cuando también se haya producido un acto de violencia de género.  

Finalmente, el último de los requisitos, es un requisito de carácter conceptual, 

puesto que es necesario que de los anteriores hechos se desprenda que constituyen la 

expresión de violencia de género, en sentido estricto, siendo esto determinado por el 

Juzgado, el cual apreciará si éstos hechos son constitutivos de encuadrarse dentro de 

este marco conceptual, o generan confusión con actos propios de violencia doméstica, 

en los cuales no se da el requisito de la existencia de un relación sentimental o 

matrimonial entre el agresor y la víctima.  

La competencia en materia civil del JVM, se ciñe al ámbito de los 

procedimientos de familia.  

Las crisis matrimoniales o de pareja, son objeto de procesos civiles, que 

desencadenan en muchas ocasiones en actos de violencia de género, ya que muchos de 

los homicidios ocasionados en violencia de género, se producen durante la pendencia de 

un proceso civil entre cónyuges o convivientes.  

Las competencias de carácter civil a los JVM, se les atribuyen en los arts. 87.2 ter 

LOPJ, así como en el artículo 44 de la LOMPIVG, en su segundo apartado
29

.  

                                                           

29
 Art. 44.2 LOMPIVG: “Los Juzgados de Violencia sobre la Mujer podrán conocer en el orden civil, en 

todo caso de conformidad con los procedimientos y recursos previstos en la Ley de Enjuiciamiento Civil, 

de los siguientes asuntos: 

a) Los de filiación, maternidad y paternidad. 

b) Los de nulidad del matrimonio, separación y divorcio. 

c) Los que versen sobre relaciones paterno filiales. 

d) Los que tengan por objeto la adopción o modificación de medidas de trascendencia familiar. 

e) Los que versen exclusivamente sobre guarda y custodia de hijos e hijas menores o sobre alimentos 

reclamados por un progenitor contra el otro en nombre de los hijos e hijas menores. 

f) Los que versen sobre la necesidad de asentimiento en la adopción. 
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Todo ello, en aras de evitar cualquier tipo de dispersión y/o descoordinación judicial 

que pudiera dar lugar a resoluciones judiciales contradictorias entre sí, y, de otro, 

ofrecerle a la mujer víctima de malos tratos una atención y respuesta jurídica integral
30

.  

La LOMPIVG, dedica el Capítulo V del Título V, concretamente los arts. 70 a 72, al 

Ministerio Fiscal (en adelante MF), normas que no sólo se limitan a la creación de un 

Fiscal de Sala especial para la violencia de género, sino que además, disponen la 

creación de nuevas secciones de Fiscalía denominadas de Violencia contra la Mujer, así 

como la existencia de un delegado de la Jefatura de la Fiscalía.  

Esta legislación, no sólo afecta al titular judicial, sino también a otros profesionales 

jurídicos que participan en los procedimientos penales de violencia de género, tal y 

como se manifiesta con la especialización del MF, sin olvidar tampoco a los Miembros 

de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, propuesta en el art. 31 LOMPIVG 

para intervenir en estos procesos.  

La LOMPIVG, institucionaliza un órgano de la Fiscalía, con categoría de Fiscal de 

Sala y perteneciente a la primera categoría de la carrera Fiscal conforme al anunciado 

principio de “especialización y coordinación vertical”, y se le encomienda la 

“responsabilidad de encabezar, dirigir y coordinar la red de Fiscales especiales en 

materia de violencia de género”
31

.  

La  Ley, en su art. 70, añade un apartado quáter al art. 18 del Estatuto Orgánico del 

Ministerio Fiscal, (en adelante EOMF), disponiendo que “el Fiscal General del Estado 

nombrará un fiscal de Sala una vez oído el Consejo Fiscal, que actuará como delegado 

                                                                                                                                                                          

g) Los que tengan por objeto la oposición a las resoluciones administrativas en materia de protección de 

menores.” 

 
30 

SIBONY, R., Proceso Penal Práctico en la Ley… op. cit., pág. 125 
31

  DE HOYOS SANCHO, M., Tutela Jurisdiccional frente a la Violencia de Género…op. cit., pág. 313 
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de la Fiscalía General en la lucha contra la violencia de género, que será nombrado 

por periodo de cinco años y al que corresponderán las siguientes funciones”
32

 

Por su parte, el art. 71 LOMPIVG modifica el art. 18.1 del EOMF, creando las 

Secciones contra la Violencia sobre la Mujer, en el ámbito de las Fiscalías de los 

Tribunales Superiores de Justicia y Audiencias Provinciales, a modo de “unidad 

especializada y organizada”. Estas Secciones, están bajo la dirección de un Fiscal 

Delegado de la Jefatura de la Fiscalía, y se erigen en pieza fundamental dentro del 

organigrama del MF especializado en materia de violencia de género (art. 72 

LOMPIVG)
33

. Se les encomienda a éstas, la intervención en aquellos procesos penales y 

civiles de competencia de los JVM, así como, el correspondiente registro de esos 

procedimientos civiles y penales, lo que permitirá su consulta por parte de los 

Fiscales
34

.  

El legislador, pretende con la creación de estas Secciones, que los Fiscales que la 

integren, tengan dedicación exclusiva al ámbito de la violencia de género, pero siempre, 

                                                           

32
 Art. 70.1 LOMPIVG: “a) Practicar las diligencias a que se refiere el artículo 5 del Estatuto Orgánico 

del Ministerio Fiscal, e intervenir directamente en aquellos procesos penales de especial trascendencia 

apreciada por el Fiscal General del Estado, referentes a los delitos por actos de violencia de género 

comprendidos en el artículo 87 ter.1 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 

b) Intervenir, por delegación del Fiscal General del Estado, en los procesos civiles comprendidos en el 

artículo 87 ter.2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 

c) Supervisar y coordinar la actuación de las Secciones contra la Violencia sobre la Mujer, y recabar 

informes de las mismas, dando conocimiento al Fiscal Jefe de las Fiscalías en que se integren. 

d) Coordinar los criterios de actuación de las diversas Fiscalías en materias de violencia de género, 

para lo cual podrá proponer al Fiscal General del Estado la emisión de las correspondientes 

instrucciones. 

(…)” 

 
33

 Art. 72 LOMPIVG: “En aquellas Fiscalías en las que el número de asuntos de que conociera así lo 

aconsejara y siempre que resultara conveniente para la organización del servicio, previo informe del 

Consejo Fiscal, podrán designarse delegados de la Jefatura con el fin de asumir las funciones de 

dirección y coordinación que le fueran específicamente encomendadas. La plantilla orgánica 

determinará el número máximo de delegados de la Jefatura que se puedan designar en cada Fiscalía.” 
34

 Instrucción 7/2005, el Fiscal contra la Violencia sobre la Mujer y las Secciones contra la Violencia de 

las Fiscalías. 
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teniendo en cuenta las limitaciones de plantilla de muchas Fiscalías, lo que ocasiona que 

éstos profesionales tengan que actuar también en otros ámbitos o materias
35

.  

La funciones a desarrollar por los Fiscales adscritos a estas Secciones, vienen 

determinadas por la competencia objetiva que la LOPJ atribuye, por razón de la materia 

a los Juzgados de Violencia sobre la Mujer (arts. 87 ter 2 y 3 LOPJ)
36

. Así, intervendrán 

en todos los procesos penales por delito o delito leve, relativos a la violencia de género 

que instruyan dichos órganos jurisdiccionales.  

 

CAPÍTULO II.- Medidas judiciales de protección y seguridad a las víctimas 

El Capítulo IV de la LOMPIVG, concretamente en los arts. 61 a 69, bajo la rúbrica 

de “medidas judiciales de protección y seguridad”, se regulan las medidas judiciales, 

de naturaleza diversa, dirigidas a las víctimas que han sufrido actos de violencia de 

género.  

Por lo que se refiere a las medidas penales, la Ley enumera de manera explícita, 

en primer lugar, la orden de protección, remitiéndose a lo dispuesto en el art. 544 

LECrim, también la prohibición de acudir a un determinado lugar, la prohibición de 

aproximación a una persona determinada, la de comunicarse con determinadas personas, 

y la suspensión del derecho a la tenencia, porte y uso de armas.  

                                                           

35
 COMAS D´ARGEMIR, M., Violencia de Género, Perspectiva Multidisciplinar y Práctica Forense, ed. 

Aranzadi, Pamplona, 2007, pág. 286 
36

 Art. 87.3 LOPJ: “Los Juzgados de Violencia sobre la Mujer tendrán de forma exclusiva y excluyente 

competencia en el orden civil cuando concurran simultáneamente los siguientes requisitos:  

a) Que se trate de un proceso civil que tenga por objeto alguna de las materias indicadas en el número 2 

del presente artículo. 
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Las medidas civiles, tienen también el objetivo de favorecer y proteger al menor, 

la Ley recoge como medidas de protección al menor, así recoge la ley, como medidas de 

protección, a los agresores de la patria potestad o de la custodia de los menores, así 

como del régimen de visitas. Por último se recogen otras medidas de protección de 

diversa índole, como, la protección de datos y las limitaciones a la publicidad.  

Como bien señala la Exposición de Motivos de la mencionada Ley, su objetivo 

es la prevención y erradicación de la violencia sobre la mujer, tal y como se manifiesta 

también en el art. 1.2 de la misma, en la cual se indica que “por esta Ley se establecen 

medidas de protección integral cuya finalidad es prevenir, sancionar y erradicar esta 

violencia y prestar asistencia a sus víctimas”.  

De esta forma la LOMPIVG, pretende constituirse como un instrumento global y 

eficaz para la prevención y erradicación de la violencia de género. Así, el art., establece 

en sus disposiciones generales, que las medidas de protección anteriormente citadas, 

serán compatibles con las medidas cautelares y de aseguramiento que puedan adoptarse 

en los procesos civiles y penales
37

.  

 

1. Naturaleza jurídica de las Medidas Judiciales. 

Determinar la naturaleza jurídica de las medidas judiciales contempladas en el 

Capítulo IV de la LOMPIVG, no es tarea fácil, debido a su heterogeneidad y a la 

imprecisión y confusión terminológica en que se incurre a lo largo deL articulado para 

referirse a ellas. El art. 61 LOMPIVG, en su segundo párrafo, expone que “en todos los 

procedimientos relacionados con la violencia de género el juez competente deberá 

pronunciarse en todo caso sobre la pertinencia de la adopción de las medidas cautelares 

y de aseguramiento contempladas en este capítulo, determinando su plazo si procediere 

su adopción”. Por otro lado, el art. 69, hace referencia al mantenimiento de las medidas, 

afirmando que “podrán mantenerse tras la sentencia y durante la tramitación de los 

eventuales recursos que correspondiesen.” 
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Ante esta confusa situación, se hace preciso determinar la naturaleza jurídica de 

tales medidas, pues sólo de esta forma se puede establecer un régimen jurídico 

supletorio, principalmente cuando se planteen problemas de interpretación. 

La doctrina, no se muestra unánime respecto a esta materia, una parte de ella, 

considera a las medidas de protección como medidas cautelares, apoyándose 

fundamentalmente en el plazo de vigencia de las mismas, establecido en el art. 69, que 

no trascendiendo de la fase de los recursos, de forma que, una vez recaída sentencia 

firme, las medidas judiciales son sustituidas por las correspondientes penas o medidas 

de seguridad previstas en el CP, y que hayan sido impuestas en las sentencias
38

.  

La mayoría de la doctrina discrepa de esta opinión considerando que la 

protección de las víctimas no se encuentra entre las finalidades propias de las medidas 

cautelares en el proceso penal, que si es la de garantizar, la presencia del encausado en 

el proceso, y asegurar el cumplimiento de una posible condena. Y todo, pese a la 

literalidad del art. 62.1, que habla de forma expresa de medidas cautelares. 

Los autores que defienden esta posición doctrinal, manifiestan que “lo que se 

pretende con las medidas judiciales de protección es dotar a la víctima de un estatuto de 

protección adecuado frente al agresor con el que mantiene o ha mantenido una relación 

sentimental o matrimonial, ya sea con o sin convivencia”
39

. 

Otro sector de la doctrina, a pesar de admitir, que no todos los expedientes que 

tienen por objeto una medida precautoria, provisional, anticipatoria o de aseguramiento 

deben ser calificados de cautelares, reconoce que las medidas de protección y las 

cautelares comparten presupuestos, requisitos y características comunes, lo que les 

confiere una naturaleza jurídica análoga o afín que puede ser de utilidad para establecer 
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 GÓMEZ COLOMER, J.L., Violencia de Género y Proceso, ed. Tirant lo Blanch, Valencia, 2007, pág. 
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su régimen jurídico supletorio, por tanto defienden que la naturaleza de estas medidas 

no es cautelar, a pesar de compartir presupuestos
40

.  

Defendiendo la misma opinión, otros autores piensan que las medidas judiciales 

contempladas en la LOMPIVG, en el ámbito penal, son medidas coercitivas personales, 

pues la legitimación de su adopción tiene que ver con la situación objetiva de riesgo 

para la víctima que el juez deberá indicar, visualizar y motivar en la resolución que la 

imponga, siendo esta situación independiente a la gravedad de la infracción que se le 

imputa al agresor
41

.  

Teniendo en cuenta que no hay una opinión unánime, las medidas judiciales de 

protección son entendidas como instrumentos de protección, por lo que la denominación 

que emplea la LOMPIVG “medidas de protección y seguridad”, no es del todo acertada 

puesto, que existe en ella una mezcla de conceptos que puede provocar cierta confusión. 

Para MORAL MORO, la rúbrica del capítulo IV de la LOMPIVG, debería suprimir la 

palabra seguridad y hablar simplemente de medidas de protección
42

.  

En palabras de esta autora, parece que la Ley ha querido referirse a medidas de 

protección hasta la sentencia firme, y si se prorrogan más allá de la sentencia 

denominarlas medidas de seguridad. Pero en este caso, no se estaría ante las medidas de 

protección contempladas en la LOMPIVG, cuyo plazo de vigencia se extiende hasta la 

tramitación de los recursos.  

 

2. Ámbito de la aplicación de las medidas de protección. 

Las medidas judiciales de protección podrán adoptarse en todos los 

procedimientos relacionados con la violencia de género, tal y como se recoge en el art. 

61.2 LOMPIVG. Son competentes para adoptarlas los JVM, y por tanto, para poder 
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 GUTIERREZ ROMERO, F.M., ¿Medidas judiciales de protección  y seguridad de las víctimas 
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adoptar las medidas judiciales de protección a las víctimas de violencia de género 

deberán concurrir las siguientes circunstancias: 

1º. Que existan indicios fundados de la comisión de una infracción penal. 

2º. Que dicha infracción cometida de lugar a procedimientos para exigir 

responsabilidad penal. 

3º. Que en dichos procedimientos aparezca como víctima quien sea o haya sido 

cónyuge o quien esté o haya estado ligado al autor, por análoga relación de afectividad 

aún sin convivencia, así como los descendientes propios o de la esposa o conviviente o 

sobre los menores o incapaces que convivan con el autor o que se hallen sujetos a la 

potestad, tutela, curatela, acogimiento o guarda de hecho de la esposa o conviviente, 

siempre que se haya producido un acto de violencia de género.   

“En este sentido, para que sea precisa la adopción de ésta medida el sujeto 

pasivo de este procedimiento deberá ser un varón que se encuentre incurso en una de las 

relaciones típicas. Aunque ello no obsta, a que puedan participar como inductores, 

coautores, cooperadores o cómplices, cualquier otro sujeto, incluso mujeres, 

respondiendo en estos casos todos ellos de un mismo de delito de violencia de 

género”
43

. 

4º. Que la actuación de violencia ejercida sea manifestación de la 

discriminación, la situación de desigualdad y las relaciones de poder de los hombres con 

respecto de las mujeres. De tal forma, que de conformidad con el art. 87 ter.4 LOPJ, si 

el JVM, “apreciara que los hechos no constituyen, de forma notoria, una expresión de 

violencia de género, podrán inadmitir la pretensión, remitiéndola al órgano 

competente.”  

3. Legitimación. 

El art. 61.2 LOMPIVG, señala que sujetos están legitimados para solicitar estas 

medidas de protección, manifestando que: “en todos los procedimientos relacionados 

con la violencia de género, el Juez competente deberá pronunciarse en todo caso, de 
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oficio o a instancia de las víctimas, de los hijos, de las personas que convivan con ellas 

o se hallen sujetas a su guarda o custodia, del Ministerio Fiscal o de la Administración 

de la que dependan los servicios de atención a las víctimas o su acogida, sobre la 

pertinencia de la adopción de las medidas cautelares y de aseguramiento contempladas 

en este capítulo, especialmente sobre las recogidas en los arts. 64, 65 y 66, 

determinando su plazo y su régimen de cumplimiento y, si procediera, las medidas 

complementarias a ellas que fueran precisas.” 

De la lectura del referido precepto, se observa que la Ley, admite una amplia 

legitimación activa, con el objetivo de dotar de legitimación a personas que, de modo 

inmediato puedan percibir la situación de peligro en que se puede encontrar la víctima 

por una posible agresión.  

Continuando con el análisis del mencionado artículo, se observa que éste no 

indica de forma clara si el juez, de oficio, y sin necesidad de petición por parte de las 

personas anteriormente señaladas puede adoptar las medidas de protección. La ley, al 

ser estas medidas constitutivas de restringir derechos fundamentales, exige que el JVM, 

se pronuncie, expresamente, sobre la necesidad de adopción de una medida de 

protección, una vez valorada la situación de riesgo, independientemente, de que haya 

existido o no petición por parte de alguna de las personas legitimadas para solicitarla. 

Existen distintos criterios interpretativos en torno a este planteamiento para  la doctrina 

mayoritaria, que admite que el legislador está permitiendo la adopción de las medidas 

de protección de oficio
44

. 

De esta forma, también el art. 69 LOMPIVG, poniendo de manifiesto el carácter 

jurisdiccional de las medidas de protección, impone al juez el control del mantenimiento 

y la revisión de las medidas adoptadas. 

 

 

 

                                                           

44
 ARAGONESES MARTÍNEZ, S., Tutela penal y tutela judicial frente a la violencia de género, 

AA.VV., ed. Colex, Madrid, 2006, pág. 172 



   

29 
 

4. Garantías en la adopción de las medidas. 

 El art. 68 LOMPIVG determina el modo, en que han de adoptarse las medidas 

de protección, así como, el régimen de garantías procedimentales para dicha adopción, 

si bien no establece trámite procedimental alguno al respecto, y manifiesta que “las 

medidas restrictivas de derechos contenidas en este capítulo deberán adoptarse 

mediante auto motivado en el que se aprecie su proporcionalidad y necesidad, y, en 

todo caso, con intervención del Ministerio Fiscal y respeto de los principios de 

contradicción, audiencia y defensa.” 

 Como garantías procedimentales para adoptar las medidas de protección, la 

LOMPIVG señala que las medidas de protección, deben adoptarse siempre de acuerdo 

con los principios de proporcionalidad y necesidad. Y es que las exigencias de la 

proporcionalidad habrán de ser siempre tenidas en cuenta por parte del JVM cuando 

éste pretenda adoptar medidas de protección, puesto que éstas pueden afectar a derechos 

fundamentales garantizados por la Constitución.  

 Las medidas cautelares se centran en la gravedad de la agresión objeto de 

enjuiciamiento, mientras que la finalidad de las medidas de protección, radica en evitar 

y disminuir los efectos de una futura agresión
45

.  

 Hay que destacar que para la adopción de estas medidas, y de conformidad con 

el art. 68 LOMPIVG, se exige la intervención del Fiscal de Violencia sobre la Mujer, 

aunque ello no obsta, que se puedan adoptar tales medidas sin su presencia.  

  “La necesidad de su intervención estriba en las trascendencia de los bienes 

jurídicos en juego, así como por la necesidad de garantizar los derechos de las partes en 

momentos previos al proceso, cuando los indicios de criminalidad pueden parecer 

escasos, o poco contrastados y determinables”
46

. 

 Finalmente, en cuanto a la adopción de las medidas de protección, como se ha 

dicho anteriormente, revestirá la forma de auto, al limitar estas medidas el ejercicio de 
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derechos fundamentales del agresor. El auto, deberá estar motivado, de forma que 

cumpla con el objetivo de poner en conocimiento de los interesados las razones por las 

cuales se adopta la medida de protección, así como, se limita un derecho fundamental, 

debiendo apreciarse en este auto, los principios de proporcionalidad y necesidad, en 

relación con las medidas que se adopten.  

Esta resolución podrá ser adoptada por el JVM, de forma conjunta o separada, es 

decir, las medidas penales y civiles se podrán acordar de modo independiente sin 

necesidad de estar insertas en una orden de protección, aunque la doctrina mayoritaria 

señala “que resulta más conveniente que, la tramitación de estas medidas debe realizarse 

de forma separada”
47

. 

 “El JVM, deberá dictar esta resolución con la cautela que la adopción de este 

tipo de medidas precisa, ponderando todas las circunstancias existentes y relativas al 

caso, evitando cualquier tipo de precipitación en torno a la adopción de las mismas”
48

. 

 

 5. Duración de las medidas de protección. 

 El art. 69 LOMPIVG posibilita el mantenimiento de las medidas de protección y 

seguridad de las víctimas, no sólo durante la tramitación del proceso hasta la sentencia, 

sino también después, incluso durante la tramitación de los eventuales recursos que le 

correspondan. De esta forma, el mantenimiento de dichas medidas debe constar de 

manera expresa en la sentencia, puesto que ello va a suponer una restricción de 

derechos. “Por consiguiente, su mantenimiento debe justificarse en la resolución y 

además, recogerse en el fallo”
49

. 

 El Juez de Violencia, en el auto por el que acuerde la pertinencia de la adopción 

de estas medidas, deberá determinar su duración en atención las circunstancias del caso 

concreto, debiendo revisarlas a lo largo del procedimiento y, así mantenerlas, 

                                                           

47
 ARAGONESES MARTÍNEZ, S., Tutela penal y tutela judicial… op. cit., pág. 298 

48
 GARCÍA ORTIZ, L., Medidas judiciales de protección y seguridad de las víctimas en la Ley Integral. 

Cuestiones derivadas de su aplicación e integración con el resto de las medidas cautelares previstas en el 

ordenamiento, en la Violencia de género: ley de protección integral, implantación y estudio de la 

problemática de su desarrollo, AA.VV. Cuadernos de Derecho Judicial IV, 2006, pág. 90 
49

 SANZ MULAS, N., Comentarios breves a la Ley… op. cit., pág. 264 



   

31 
 

incrementarlas o en su caso, sustituirlas por otras de menor gravedad. Y es que, si con 

posterioridad a su adopción, desapareciera el riesgo para la víctima, las medidas de 

protección, se dejarán sin efecto. Si por el contrario, este riesgo persiste más allá del 

tiempo previsto en el auto de adopción de las medidas, podrán ser prorrogadas, de 

conformidad con el art. 69 de la mencionada ley. 

 En cuanto a la duración de estas medidas, la Exposición de Motivos de la 

LOMPIVG, señala que se opta por la delimitación temporal de estas medidas, hasta la 

finalización del proceso. Ante la ausencia legal de un plazo determinado, el límite 

máximo de duración, habrá de coincidir con el correspondiente a la pena o medida de 

seguridad
50

. Así, cuando se trate de medidas restrictivas de derechos, (alejamiento o 

prohibición de las comunicaciones), el límite de duración tendrá que coincidir con el 

máximo que para ellas prevé el art. 57 CP, que será de diez años, si se trata de delito 

grave, de cinco si es un delito menos grave, y de seis meses si se trata de un delito leve. 

 

6. Clases de medidas de protección.  

El Capítulo IV de la LOMPIVG, recoge las siguientes medidas de protección: 

 6.1. La Orden de Protección.  

La orden de protección es la principal medida que se puede conceder para proteger a 

las víctimas de la violencia de género. Pese a su tenor literal, la orden de protección no 

es sólo una medida de protección en sí, si no también constituye y contiene medidas de 

carácter penal y civil.  

Esta medida se encuentra regulada en el art. 62 de la Ley. Este artículo fue 

introducido, por la LO 27/2003, de 31 de julio, reguladora de la Orden de Protección de 

las víctimas de la violencia doméstica que introdujo el artículo 544 ter en la LECrim
51

.  
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La LOMPIVG, establece que mediante la Orden de Protección se trata de garantizar 

la seguridad de la víctima y la de las hijas e hijos y ello a través de una serie de 

medidas. Actualmente, pueden formar parte de la orden de protección de víctima de la 

violencia de género, medidas de índole penal, civil, administrativa, laboral, asistencial o 

de protección social previstas en las leyes, tanto nacionales como autonómicas
52

.  

En todo caso, si en el momento de solicitar la orden de protección ya se hubiera 

acordado alguna medida provisional o cautelar, éstas se integrarían y se acomodarían en 

la orden de protección que pudiera adoptar el juez competente en la causa abierta por 

violencia de género.  

Hay que decir que el art. 64 LOMPIVG, no deroga ni modifica la orden de 

protección contenida en el art. 544 ter LECrim., sino que la asume como un instrumento 

para proteger a las víctimas de violencia de género adaptándose a ella. 

La orden de protección, en función de cada medida o actuación concreta que 

requiera, dispone en el art. 23 LOMPIVG, que podrán ser acordadas por distintos 

sujetos, así por ejemplo, la prisión provisional, o la suspensión de la patria potestad, 

sólo podrán ser acordadas por el Juez o Tribunal. 

La renta activa de inserción, el permiso de residencia temporal, o la reducción o 

reordenación del tiempo de trabajo o movilidad geográfica de la víctima, son adoptadas 

por instituciones o administraciones públicas competentes.  
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 En todo caso, cada medida o actuación procesal que forme parte o pueda ser 

consecuencia de la adopción de la orden de protección tendrá, un contenido y amplitud 

específicos, unas reglas concretas de adopción y vigencia y, en último término, unos 

criterios de interpretación propios dependiendo de su naturaleza jurídica concreta, eso 

sí, respetando los principios de legalidad, proporcionalidad y prohibición de la 

arbitrariedad
53

.  

 

6.2. Presupuestos para la tramitación de la Orden de Protección. 

Los presupuestos, de la orden de protección, está compuesta por tres, que son los 

siguientes: “fumus commisi delicti”, “periculum libertatis” y proporcionalidad.  

En primer lugar, el “fumus commisi delicti”, puede ser traducido como la 

apariencia objetivamente fundada de la comisión por parte del sujeto pasivo de la 

orden de protección de un hecho delictivo de los que en la LOMPIVG, se califican 

como de “violencia de género”, pudiendo ser física, sexual o psicológica.  

Para adoptar de la orden de protección, la Sala 2ª del TS, insiste en la necesidad 

de que concurra una intención de actuar en “posición de dominio” del hombre frente 

a la mujer para que el hecho merezca la consideración de violencia de género; exige 

por tanto el TS, que en el agresor exista “una intención de someter”, si se quiere 

hacer uso de la orden de protección prevista en la LOMPIVG
54

. Si no se 

evidenciaran éstas circunstancias en la agresión del hombre sobre la mujer o ex 

pareja, no sería aplicable la LOMPIVG, no teniendo por tanto los JVM, 

competencia para conocer de los mismos
55

. 

Otra cuestión a determinar es el nivel de apariencia delictiva que debe concurrir 

para poder adoptar la orden de protección, con independencia de la fase en la que se 

encuentre el proceso.  
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En este sentido, deben existir racionalmente motivos bastantes, con fundamento 

en datos objetivos y concretos y no en meras conjeturas y sospechas, que permitan 

deducir la verosimilitud de la atribución del hecho delictivo de violencia de género 

al que será sujeto pasivo de la orden de protección, tal y como se expresa en el art. 

544 ter LECrim., con la expresión “indicios fundados de la comisión de un delito o 

delito leve…”. 

Para poder determinar en cada supuesto concreto la concurrencia o no de tales 

indicios delictivos y su suficiencia a efectos de dictar la orden de protección con el 

contenido específico que después le corresponda, serán decisivas las diligencias e 

investigaciones que se practiquen en la fase preliminar de la causa, bien por la 

policía, por el MF o por el Juez de Violencia. De su exhaustividad dependerá que se 

pueda afirmar o no la existencia del referido “fumus comisi delicti”. 

Para finalizar, con relación a este presupuesto, no basta con que el órgano 

jurisdiccional que vaya a dictar la orden de protección tenga el pleno 

convencimiento de que existen indicios delictivos sobre el agresor.  Deberá 

concretarlos, contrastarlos y explicitarlos suficientemente en el auto que resuelva 

acordar la orden de protección, o en caso contrario, referir también de manera 

racional y bastante, con fundamento en los datos de que se pueda disponer en ese 

momento, por qué estima que no concurren indicios delictivos bastantes en el dicho 

supuesto y que por tal motivo debe denegar la propuesta de adoptar la orden de 

protección.  

Otro presupuesto, que ha de concurrir para que se pueda acordar, la orden de 

protección es el “periculum libertatis”, o situación de riesgo objetivo para la víctima 

en caso de que no se adopten medidas de protección a su favor. Para acordar la 

orden de protección debe existir una apariencia objetiva de la comisión de un hecho 

delictivo, y por tanto, un proceso penal en curso, y ser necesario adoptar medidas de 

cautelares o de protección de naturaleza penal, constituyendo por tanto, el 

“periculum libertatis” y, como consecuencia de esta situación, resuelve el JVM o el 

Juez de Guardia, que la orden de protección tenga determinado contenido penal, y 

eventualmente el civil. 
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Actualmente, hay que destacar la facultad que ostentan las Fuerzas y Cuerpos de 

Seguridad, puesto que disponen de herramientas protocolizadas en forma de 

documentos de uso general, que les permiten realizar diagnósticos “prima facie” del 

posible riesgo de reiteración delictiva que acecha a la víctima, a manos del presunto 

agresor. Así pues, en el “protocolo para la valoración policial del nivel de riesgo de 

violencia contra la mujer en los supuestos de la LOMPIVG, y su comunicación a los 

Órganos Judiciales y al Ministerio Fiscal”, se establecen las pautas a seguir en la 

determinación de lo que técnicamente se conoce como VPR (Valoración Policial del 

Riesgo), y su evolución, a través de evaluaciones periódicas
56

.  

Para que pueda adoptarse esta medida, han de cumplirse una serie de 

presupuestos, siendo éstos: 

1) Que se ante un acto de violencia de género, competencia del Juzgado de 

Violencia sobre la Mujer, de conformidad con lo establecido en el art. 87 ter 

LOPJ.   

2) Que el sujeto pasivo del delito, la mujer, sea o haya sido esposa o haya estado 

ligada al autor por análoga relación de afectividad, aun sin convivencia. 

3) Que exista una situación objetiva de riesgo para la víctima, siendo necesaria la 

adopción de alguna de las medidas de protección reguladas. Esta situación 

siempre es analizada por el/la Juez, en cuyo caso acordará la adopción de la 

medida de protección
57

.  

La orden de protección contenida en el referido art. 544 ter, se ha configurado en 

torno a los siguientes principios básicos, siendo éstos: 

1. Principio de protección de la víctima y de la familia.- Se trata del fin 

principal de la orden de protección, el cual es garantizar la seguridad de estas 

personas.  

2. Principio de aplicación general.- al margen de la consideración particular 

del acto violento como delito o delito leve, el órgano jurisdiccional tendrá 
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capacidad para acordar la orden de protección si lo considera necesaria para 

el caso concreto.  

3. Principio de urgencia.- Estas medidas deben ser acordadas en el menor 

tiempo posible, teniendo en cuenta que, la integridad física, o incluso la vida 

de la víctima, pueden hallarse en serio peligro.  

4. Principio de accesibilidad.- Supone un esfuerzo de simplificación de los 

procedimientos, para evitar concepciones rígidas que dificulten la utilización 

de este recurso. 

5. Principio de integridad.- La adopción de la medida por el órgano 

jurisdiccional surte efectos no sólo en el ámbito penal, sino también en el 

civil y de protección social.  

 

6.3. Sujetos destinatarios de la Orden de Protección. 

Para dictar la orden de protección a una víctima de violencia de género tienen que 

reunir una serie de características: 

En primer lugar, además de instar el procedimiento para la adopción de la orden de 

protección, y tratarse de una persona legitimada, de conformidad con el art. 61.2 

LOMPIVG, ya sea el JVM de oficio o a instancia de las víctimas, de los hijos, de las 

personas que convivan con ellas o se hallen sujetas a su guarda o custodia, del MF o de 

la Administración de la que dependan los servicios de atención a las víctimas, deben 

concurrir indicios fundados, de la comisión de alguna de las infracciones penales que 

posibilitan el dictar de dicha resolución judicial, así, aquellos delitos contra la vida, la 

integridad física o moral, la libertad sexual, o la libertad y seguridad, todo ello según lo 

establecido en el art. 544 ter LECrim. Por lo tanto, la fase de instrucción tendrá que 

determinar de manera clara y concreta, si existen o no indicios acerca de la mujer que 

pretende el reconocimiento como víctima de violencia de género.  

El sujeto pasivo ha de ser víctima de violencia de género, concepto éste mucho más 

restringido que el que recoge el art. 173.2 CP, referido a la violencia doméstica, puesto 

que la LOMPIVG, reduce el número de sujetos pasivos en los términos expuestos en su 

art.1, siendo estos sujetos: “quienes sean o hayan sido sus cónyuges o de quienes estén 
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o hayan estado ligados a ellas por relaciones similares de afectividad, aun sin 

convivencia.”  

Y en tercer lugar, que resulte una situación objetiva de riesgo, siendo preciso 

objetivar una verdadera situación de riesgo para la víctima, en atención a lo dispuesto en 

el apartado primero del art. 544 ter LECrim. 

 Al margen de concurrir estas circunstancias, el art. 544 ter en su apartado 3º, 

vela por la protección de la víctima, estableciendo que “los servicios sociales y las 

instituciones asistenciales dependientes de las Administraciones Públicas, las Fuerzas y 

Cuerpos de Seguridad y las oficinas de atención a la víctima facilitarán a las víctimas de 

violencia doméstica, la solicitud de la orden de protección, poniendo a sus disposición 

con esta finalidad información, formularios, y, en su caso, canales de comunicación 

telemáticos con la Administración de Justicia y el Ministerio Fiscal”.  

Con todo ello, se consigue, que una vez la víctima haya tomado un primer contacto 

con las instituciones, se sienta arropada por un ambiente accesible y familiar que facilite 

su avance en el proceso sin esfuerzos adicionales por su parte, en un intento de mitigar 

en la medida de lo posible la denominada “victimización secundaria”
58

. 

 

6.4. Procedimiento para la adopción de la Orden de Protección. 

Para acordar una orden de protección, el juez tendrá que seguir los trámites 

legalmente establecidos en el art. 544 ter LECrim., trámites que resultan sencillos 

formalismos.  

Como se expresó anteriormente, dicha orden podrá solicitarse ante el JVM, o el MF, 

o bien las Fuerzas o Cuerpos de Seguridad, Oficinas de Atención a la Víctima, los 

servicios sociales, así como instituciones asistenciales dependientes de las 

Administraciones Públicas, las cuales deberán remitir dicha solicitud de forma 

inmediata al Juez de Violencia, de conformidad con lo establecido en el 544 ter.3 

LECrim.  
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Admitida la solicitud, el Juez de Guardia, convocará a una audiencia urgente a la 

víctima, o a su representante legal, al solicitante, al Ministerio Fiscal y al agresor, 

asistido éste en su caso de abogado
59

. 

La audiencia se sustanciará de forma oral y podrá celebrarse, por razones de 

economía procesal, simultáneamente con la audiencia del procedimiento del juicio 

rápido o, en su caso, del juicio de delitos leves.  

Existe una regla general, para el caso de aquellas víctimas de violencia de género 

que se encuentren en situación de riesgo, los cuales obtendrán una orden de protección 

dentro del plazo de setenta y dos horas. Por otro lado, se considera conveniente que la 

comparecencia se celebre de modo inmediato, sin que sea necesario que medie el plazo 

de setenta y dos horas. 

En caso de no poder celebrar la audiencia en el propio servicio de guardia, la 

LECrim., prevé que ésta tendrá que celebrarse en el plazo más breve posible. 

El legislador, en la redacción del mencionado art. 544 ter LECrrim., se preocupa 

siempre de velar por los intereses de la víctima y de todos aquellos sujetos que tengan 

relación con ella, y para evitar situaciones de conflicto en la comparecencia cuando la 

víctima se encuentre en peligro, se faculta al Juez para que adopte las medidas 

oportunas evitando la confrontación entre el agresor, la víctima, sus hijos y los restantes 

familiares, ordenando que la declaración en la audiencia se realice separadamente.  

Una vez celebrada la audiencia, el juez resolverá mediante auto en relación con la 

solicitud de orden de protección, concretando su contenido y vigencia, además de 

acordar librar testimonio de dicha resolución. Con este auto se atribuye a la víctima por 

tanto, la condición de persona protegida, legitimándola para poder solicitar ante la 

Administración determinadas medidas de naturaleza asistencial.  

Una vez adoptada por el juez, la orden de protección, ésta será inscrita en el 

Registro Central para la protección de las víctimas de violencia doméstica, regulado en 
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el RD 660/2007, por el que se regula el Registro central para la protección de las 

víctimas de la violencia doméstica, en relación con el acceso a la información contenida 

en el Registro central. 

Para finalizar, hay que decir, que la adopción de una orden de protección implica el 

deber de informar permanentemente a la víctima sobre la situación personal del 

investigado así como del alcance y vigencia de las medidas adoptadas, particularmente, 

será informada en todo momento de la situación penitenciaria del agresor, en cuyo caso 

se dará cuenta de la orden de protección a la Administración penitenciaria, conforme a 

lo dispuesto en el art. 544 ter.9 LECrim. 

 

6.5. Salida del domicilio, Alejamiento y Suspensión de las Comunicaciones.  

Se trata de la medida más frecuente en los procesos de violencia de género, fue 

introducida en el ordenamiento jurídico procesal mediante la LO 14/1999, de 9 de junio, 

que incorporó al articulado de la LECrim., el art. 544 bis
60

. Con la inclusión de este 

artículo se permite adoptar una serie de medidas cautelares que tienen en común el 

hecho de distanciar al agresor de la víctima: “la prohibición del imputado de residir en 

un determinado lugar, (barrio, municipio o provincia u otra entidad local o comunidad 

autónoma), la prohibición de acudir a un lugar determinado y la prohibición de 

aproximarse o la de comunicarse con determinada o determinadas personas, siendo éstas 

las que se refiere expresamente el art. 173.2 CP”
61

.  

Se ocupa de ella, además del señalado art. 544, también el art. 64 LOMPIVG, que 

considera que “se trata de una medida cautelar adoptable tanto, de oficio como a 

instancia de parte
62

.  

El art. 64, comprende una serie de medidas con las que se pretende apartar o 

desplazar al agresor del círculo especial en que la víctima desarrolla su vida cotidiana, 

como son, la salida del domicilio, el alejamiento y la suspensión de las 
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comunicaciones. Pero hay que decir, que todas estas medidas, no han sido incorporadas 

por esta Ley, sino que ya se encontraban previstas en el art. 544 bis LECrim
63

. Es por 

ello que la LOMPIVG, a excepción de pequeñas puntualizaciones, no introduce ningún 

cambio esencial. 

En lo que a su adopción se refiere, la LOMPIVG, no establece procedimiento 

alguno para la aplicación de las medidas contenidas en su art. 64, simplemente señala 

que todas ellas se podrán acordar de forma acumulada o separada. 

 

6.5.1 Salida del domicilio. 

El primer párrafo del art. 64 LOMPIVG, concede la posibilidad al juez de poder 

ordenar que el agresor por violencia de género salga obligatoriamente del domicilio en 

que hubiera estado conviviendo con la víctima, o en el que tenga su residencia la unidad 

familiar, así como la prohibición de volver a él. 

Hay que decir, que la salida del domicilio con prohibición de retorno no se preveía 

de forma expresa en el art. 544 bis, aunque podía deducirse la misma de forma 

implícita. Con la LOMPIVG, sin olvidar la Circular 4/2005 de la Fiscalía General del 

Estado, mediante la que se afianza la posición de la víctima, “evitando que tenga que ser 

ella, la que abandone su domicilio para protegerse de agresiones, y se sienta mucho más 

segura a la hora de mantener su postura en el proceso”
64

. Hay que puntualizar que ésta 

medida sólo podrá adoptarse en los casos de violencia de género, no siendo aplicable a 

los casos de violencia doméstica, pues no está prevista su aplicación a estos supuestos. 

El agresor, estará obligado a abandonar su domicilio, incluso aunque también lo 

abandone la víctima. Esta prohibición se materializa en un lanzamiento ejecutivo que, 

por lo general se practica con intervención policial, sin solución de continuidad a la 

adopción judicial de éste, con la única contramedida de que se le permita al investigado 
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coger sus enseres personales, también en presencia policial si así se autoriza en el oficio 

ejecutorio, si éste se niega a hacerlo voluntariamente. 

La adopción de esta medida judicial, afecta a la vivienda, independientemente de 

quien sea el titular de ésta, o incluso, en aquellos casos en que residen en la vivienda 

con contrato de arrendamiento; en estos casos, cuando la víctima, no sea propiamente la 

arrendataria de dicha vivienda, asume la condición de tal, con los derechos y 

obligaciones derivados del contrato suscrito con el agresor arrendatario, durante la 

vigencia de la medida de protección correspondiente
65

. 

Pero no sólo vela la LOMPIVG por la víctima, esta Ley, prevé una medida 

complementaria de la anterior: la permuta del uso de la vivienda atribuido a la víctima, a 

concertar con una agencia privada o sociedad pública dedicada al arrendamiento de 

viviendas. Esta medida tiene carácter excepcional, y podrá ser adoptada por el juez, 

cuando las circunstancias de la víctima lo aconsejen y durante un tiempo determinado. 

Esta nueva alternativa, requiere, además, al margen de su carácter excepcional, una 

serie de requisitos tales como: la voluntad de la víctima, de cambiar de residencia, sin 

que quepa su imposición por parte del Juzgador; que la víctima sea copropietaria de la 

vivienda familiar; que concurran circunstancias excepcionales que aconsejen un cambio 

provisional de residencia
66

. 

Esta novedosa posibilidad, además de proteger a la víctima del agresor, permite que 

aquella que no se encuentre segura en su entorno habitual pueda acceder a otra vivienda, 

trasladándose a otra residencia desconocida para su agresor, facilitando al mismo 

tiempo, la movilidad laboral de las mujeres afectadas por actos de violencia de género. 

Con respecto a la adopción de esta medida, aún existen cuestiones por pulir, puesto 

que, para adoptarla, se precisa de una intervención muy activa por parte de las 

Administraciones Públicas, debiendo crear éstas, un número suficiente de viviendas en 

distintas zonas de la ciudad, para que pueda la víctima elegir, un lugar alejado de su 

domicilio en el que se sienta segura, implicando todo ello un desembolso económico 
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importante, así como la participación de personal especializado que hagan eficaz esta 

medida
67

. 

 

6.5.2 Alejamiento. 

Como segunda medida de protección, el art. 64.3 LOMPIVG, permite al juez 

“prohibir al agresor que se aproxime a la persona protegida, lo que le impide 

acercarse a la misma en cualquier lugar donde se encuentre, así como acercarse a su 

domicilio, a su lugar de trabajo, o a cualquier otro que pueda ser frecuentado por 

ella”.  

El contenido de esta medida coincide totalmente con el ya previsto en el art. 544 bis 

LECrim., por lo que no supone una novedad.  

Para poder comprobar su cumplimiento por parte del agresor, la LOMPIVG, admite 

la utilización de una serie de instrumentos de nueva tecnología, como por ejemplo los 

sistemas de localización GPS y pulseras electrónicas, cuya finalidad es mantener al 

agresor permanentemente localizado, comprobando así el cumplimiento de la medida de 

alejamiento impuesta
68

.  

Con la redacción legislativa del tercer párrafo del art. 64 LOMPIVG, se hace 

referencia a la necesidad de fijar por el Juez, una distancia mínima entre el presunto 

agresor y la persona protegida que no se podrá rebasar, bajo apercibimiento de incurrir 

en responsabilidad penal, y ésta, según el Protocolo de Actuación de las Fuerzas y 

Cuerpos de Seguridad y de Coordinación con los Órganos Judiciales para la Protección 

de las Víctimas de la Violencia Doméstica y de Género, no deberá ser inferior a 

quinientos metros, evitando la confrontación visual entre ambos
69

. 

Al adoptar el juez, esta medida de alejamiento, deberá realizar un análisis 

exhaustivo de todo el caso, puesto que ésta medida puede resultar incompatible con el 
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régimen de visitas, comunicación y estancia con los hijos. En estos supuestos el Juez, 

podrá determinar que otras personas distintas del agresor vayan a recoger a los hijos los 

días acordados en el domicilio de la mujer. 

La diferencia principal entre la medida de alejamiento contemplada en la 

LOMPIVG, con respecto a la medida cautelare de alejamiento del art. 544 bis LECrim., 

es que en esta última se tiene en cuenta la situación económica del acusado, su salud, 

situación familiar, actividad laboral… Mientras que en la medida de alejamiento de la 

LOMPIVG, simplemente se exige, a la hora de acordarla, que se respeten los principios 

de proporcionalidad y necesidad, sin que se tengan que tener en cuenta las anteriores 

circunstancias
70

. 

Por último, en caso de incumplimiento por parte del agresor de esta medida, la 

LOMPIVG, establece que se procederá a la inmediata detención del mismo y, 

posteriormente, será puesto a disposición del Juzgado competente, siendo éste, el JVM 

o el Juzgado de Guardia. 

 

6.5.3 Suspensión de las comunicaciones. 

Como última medida dentro del art. 64 LOMPIVG, permite que el juez pueda 

prohibir al agresor toda clase de comunicación con la persona o personas que se 

indiquen, apercibiéndole de que en caso de incumplimiento incurrirá en responsabilidad 

penal
71

.  

La prohibición de la comunicación también es una medida de contenido semejante a 

lo dispuesto en el art. 544 bis LECrim., concretamente en su apartado segundo. 

La LOMPIVG, no se detiene a enumerar los tipos de comunicación prohibidas, sino 

que de forma genérica habla de “toda” comunicación, entendiendo por tanto que el 

legislador se refiere a cualquier comunicación, ya sea escrita, verbal o visual, además de 

las de contenido informático y telemático.  
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La Ley, tampoco hace referencia a los sujetos, a los que no dirigirse el agresor, 

dejando a discrecionalidad del órgano jurisdiccional, la asignación, pudiendo ser tanto, 

la víctima, como sus hijos, familiares, u otras personas que el Juez de Violencia, 

atendiendo, al caso concreto, considere necesitadas de protección.  

 La Ley, permite el uso de la tecnología para verificar de inmediato un eventual 

incumplimiento, aunque ello conlleva un esfuerzo presupuestario que requiere de la 

utilización de tecnología avanzada. 

Con la prohibición de comunicación, se pretende evitar que el presunto agresor 

realice actos de acoso o seguimiento a las víctimas, interfiriendo en el desarrollo normal 

de su vida personal, social o laboral,  afectando a la tranquilidad de ánimo de quienes 

los sufren, con el riesgo de que modifique de su conducta procesal. Para evitar, esto, el 

JVM, puede llegar incluso, a autorizar la grabación de las conversaciones telefónicas o 

telemáticas o incluso puede proporcionar a la víctima teléfonos especiales
72

. 

 

     CAPÍTULO III. Medidas complementarias de la Orden de Protección 

1. La protección de datos y las limitaciones a la publicidad. 

En el art. 63 LOMPIVG, bajo el enunciado “de la protección de datos y las 

limitaciones a la publicidad”, señala en su primer apartado que “en las actuaciones y 

procedimientos relacionados con la violencia de género se protegerá la intimidad de las 

víctimas, especialmente, sus datos personales, los de sus descendientes y los de 

cualquier otra persona que esté bajo su guarda y custodia”
73

.   

La Decisión Marco de la UE de 15 de marzo de 2001, que regula el estatuto de la 

víctima y le reconoce a ésta el derecho a que su intimidad esté protegida. Y es que, 

partiendo de la base de que la fase de instrucción es secreta para terceras personas, 

“habrá de interpretarse esta disposición en el sentido de adoptar las cautelas necesarias 

para preservar los indicados datos personales del alcance del imputado, en 

consideración de que la mejor protección de la víctima y sus seres queridos, empieza 
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porque el imputado ignore su nuevo paradero, lo que difícilmente se conseguirá si en el 

expediente judicial constan tales informaciones”
74

.  

Para la adopción de esta medida se exige una valoración del riesgo que está 

sufriendo la víctima, que según la LOMPIVG, ha de ser “grave y apreciado por el Juez 

racionalmente”, siendo de aplicación todos los presupuestos necesarios para la adopción 

de las medidas de protección.  

Entre las medidas a adoptar, se prevé de forma expresa, el que no consten en las 

diligencias que se practiquen el nombre, apellidos, domicilio, lugar de trabajo y 

profesión de la víctima y del resto de sujetos protegidos. “Se trata por tanto, de 

mantener en secreto todo aquello que pueda identificar a la víctima, con la finalidad de 

proteger su seguridad e integridad física”.  Esto impide que el agresor pueda llegar a 

conocer el paradero de la víctima, así como de sus descendientes y cualquier otra 

persona que esté bajo su guarda y custodia
75

. 

Si el principal objetivo de la medida es ocultar al agresor el paradero de la víctima, 

tendrá especial relevancia su adopción en aquellos casos, en que la víctima se vea 

obligada a abandonar su domicilio familiar y tenga que alojarse en la residencia de 

algún miembro familiar, o en una casa de acogida, se deberá velar, en estos casos 

también por la protección de los datos de la víctimas. Además, se regula como medida 

de protección, que la práctica de cualquier diligencia puede realizarse con la utilización 

de medios que imposibiliten la identificación visual.  

Lo mismo ocurre en aquellos casos en que la solicitante de la orden de protección 

manifiesta su deseo de abandonar el domicilio familiar, para salvaguardar su intimidad 

y su protección, no deberá hacerse constar el nuevo domicilio al que se traslade, así 

como su número de teléfono, basta con la designación del domicilio o teléfono de una 
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tercera persona que garantice la citación de la solicitante ante la policía o ante el 

juzgado
76

. 

Así pues, esta limitación de datos y de su publicidad, afecta también al acto de la 

vista, tal y como se recoge en el segundo apartado del art. 63, en el que se otorga al juez 

competente para conocer del caso (JVM), la posibilidad de acordar de oficio o a 

instancia de parte, que las vistas se desarrollen a puerta cerrada y que las actuaciones 

tengan carácter reservado.  

La publicidad es un principio procesal reconocido en la CE. En este sentido, el art. 

24.2 CE, proclama el derecho a un proceso público y con todas las garantías, aunque 

ello no implica que este derecho sea absoluto e ilimitado, admitiendo la CE, 

excepciones
77

. 

El principio de publicidad puede entrar en colisión con otros derechos que también 

son dignos de tutela, como los derechos y de las libertades de las víctimas y las personas 

que de ellas dependan, teniendo el juez en estos casos que ponderar los principios en 

conflicto, teniendo presente el principio de proporcionalidad, adoptando la medida que 

sea idónea, necesaria y menos gravosa para el agresor.  

 

2. Medidas civiles. 

El tratamiento civil de los casos de escasa gravedad de violencia de género ha sido 

tratado por algunas legislaciones como la forma óptima y preventiva de solución de 

estos conflictos.  

Estas medidas suelen tener como destinatario bien a la víctima que se encuentra o se 

va a encontrar inmersa en un proceso de separación y divorcio, bien a los menores. Las 

medidas que recaen sobre los menores hacen necesario y aconsejable que sean 
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adoptadas previa audiencia de los mismos, pensando en sus intereses y haciendo 

compatible la decisión con las medidas cautelares que tienden a proteger a la mujer. 

Las presentes medidas tienen carácter accesorio de las medidas penales, de acuerdo 

con una interpretación teleológica de la LOMPIVG, lo que impone que la misma 

situación objetiva de riesgo para la víctima que servía para legitimar una medida penal, 

sirve ahora para legitimar la medida civil, de forma que el JVM, no podrá adoptar estas 

medidas civiles si no se adoptan las penales por inexistencia de riesgo
78

.  

 

3. Suspensión de la patria potestad o la custodia de menores.  

El art. 65 LOMPIVG, bajo la rúbrica de la suspensión de la patria potestad o la 

custodia de menores, regula por primera vez la posibilidad de suspender las mismas con 

carácter cautelar
79

. Se trata de la primera medida judicial de protección a las víctimas de 

violencia de género de carácter civil. La novedad esencial radica en que se articula 

como medida precautoria destinada a operar en un proceso penal.  

Esta medida deberá ser adoptada en aquellos supuestos en que el padre y la madre 

compartan la patria potestad, guarda y custodia de sus hijos menores, no suponiendo la 

privación de estos derechos del agresor sino su suspensión.  

Con anterioridad a la LOMPIVG, la LO 27/2003, de 31 de julio, reguladora de la 

orden de protección de las víctimas de violencia doméstica, añadía en el párrafo 7º del 

art. 544 LECrim., el cual establecía, determinadas medidas cautelares de naturaleza 

civil, que guardaban similitudes con las contempladas en la LOMPIVG
80

.  

Ahora bien, las medidas civiles de protección de violencia de género del art. 65 

LOMPIVG, pese a su parecido con las contempladas en el 7º párrafo del art. 544 ter 

LECrim, son medidas diferentes a las anteriores con autonomía propia. Así pues, las 

medidas de judiciales de protección en violencia de género, amplían la legitimación ya 
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que, además de la víctima, o su representante legal, el MF, en caso de que tuvieran hijos 

menores, podrán según el art. 61.2 LOMPIVG “los hijos, de las personas que convivan 

con ellas o se hallen sujetas a su guarda o custodia, del Ministerio Fiscal o de la 

Administración de la que dependan los servicios de atención a las víctimas o su 

acogida”.  

Para su adopción deberán observarse los presupuestos que con carácter general se 

han analizado para todas las medidas cautelares y de protección previstas en el Capítulo 

IV del Título V de la LOMPIVG y, muy en particular, el interés de los menores 

afectados. Su duración máxima estará condicionada a la que como pena le corresponde 

de conformidad con lo establecido en el art. 46 CP. 

Por todo ello, y por resultar acorde con la introducción de la inhabilitación especial 

para el ejercicio del derecho a la patria potestad o de la guarda y custodia como pena 

principal, en nuevos delitos de violencia de género, la regulación explicita de esta 

medida de protección que sea valorada desde un punto de vista, penal y civil
81

.   

Hay que decir, que desde diferentes instancias se ha propuesto que los actos de 

violencia de género, deberían conllevar de forma inmediata la privación de la custodia y 

régimen de visitas, tanto para aquellos casos en que exista sentencia firme de condena 

por estos actos, como si tiene carácter provisional, puesto que el interés de los hijos está 

por encima de los de su progenitor, pero la LOMPIVG, sólo contempla la suspensión de 

éste derecho, no su privación.  

Y es que, como ya viene indicando la doctrina, estas suspensiones deben hacerse 

con todas las garantías que permitan erradicar de la esfera del proceso penal las 

discrepancias que en materia de familia puedan tener tanto la víctima como el agresor, 

evitando con ello fraudes, y por ello sólo podrán acordarse si el delito investigado lleva 

aparejada la pena de privación de esos derechos, por tener los hechos investigados algún 

tipo de vinculación con el menor o descendiente respecto del que se acuerde
82

.  
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4. Suspensión del régimen de visitas. 

En el art. 66 LOMPIVG, bajo la rúbrica de “la medida de suspensión del régimen de 

visitas”, establece que el Juez de Violencia,  bien de forma cautelar, bien una vez 

recaída sentencia firme, puede proceder a suspender el régimen de visitas, tratándose 

además de una medida complementaria a la medida de suspensión de la patria potestad, 

del referido art. 65. 

De acuerdo con numerosa doctrina jurisprudencial la suspensión del régimen de 

visitas en el seno de un procedimiento penal no puede adoptarse de forma automática, 

sino valorando en todo caso las circunstancias concurrentes y fijando como criterio 

rector de dicho decisión el interés, no de las partes, sino del menor
83

.  

Se trata por tanto, de una suspensión provisional y no de una privación del derecho a 

visitas del agresor, suponiendo ello, que éste deja de tener contacto con sus hijos 

durante el tiempo que estime oportuno el juez.  

Es una medida de cierta complejidad en su adopción, puesto que es obvio que la 

violencia entre la pareja, puede afectar psicológicamente, a los menores, siendo preciso 

un distanciamiento del maltratador. Pero esto no siempre es lo idóneo o conveniente, 

puesto que puede que el agresor puede tener un comportamiento normal e incluso 

ejemplar con sus hijos, no siendo necesario en estos casos la suspensión de dicho 

régimen.  

Con la adopción de esta medida, el papel de los puntos de encuentro familiar, 

entendidos como red oficialmente reconocida de lugares donde ejercer los derechos 

derivados de la patria potestad, en los casos en los que haya proceso pendiente o 

condena por violencia doméstica, ha resultado ser beneficioso para la convivencia del 

menor, víctima y agresor. Con ello, se suple el problema de la entrega de los menores y 
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la inevitable coincidencia que tenía lugar entre la persona que soportaba la medida de 

alejamiento y su víctima
84

.  

No es cuestión baladí, la referente a que para que el órgano jurisdiccional pueda 

suspender los derechos de visita del agresor a sus hijos, éstos deberán estar previamente 

fijados mediante sentencia, pues sólo de esta forma se podrá interrumpir el régimen de 

visitas con respecto a los descendientes comunes de la pareja, tal y como señala la 

LOMPIVG, quedando excluidos de esta medida, los descendientes no comunes
85

. 

Tanto esta medida como la contemplada en el art. 65 LOMPIVG (suspensión de la 

patria potestad), más que sancionar al maltratador, lo que hacen es velar por el interés 

del menor
86

. 

Por último, en cuanto al procedimiento a seguir por el órgano jurisdiccional para 

adoptar estas medidas, la LOMPIVG, no establece especialidad alguna, por lo que habrá 

de estarse al régimen general de la Ley
87

. 

 

5. Suspensión del derecho a la tenencia, porte y uso de armas. 

El art. 67 LOMPIVG, enumera la última de las medidas de protección y seguridad a 

las víctimas de violencia de género, que consiste en prohibir al agresor en los delitos 

relacionados con la violencia de género, de la tenencia de armas, así como su porte, 

obligándole a depositarlas en los términos establecidos el art. 166 Real Decreto 

137/1993, de 29 de enero, por el que se aprueba el Reglamento de Armas
88

. 

La prohibición de tenencia de armas estaba prevista como pena en el art. 563 CP, y 

como medida de seguridad, limitativa de derecho, en el art. 96.8 de este mismo texto 

legal.   
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El mencionado art. 67, restringe su ámbito de aplicación de la medida, a las 

conductas constitutivas de delito con el fin de evitar el riesgo de que el agresor tenga a 

su disposición armas que pudieran poner aún más en peligro, la integridad física de la 

mujer
89

.   

 

CONCLUSIONES 

Primera.- La promulgación de la LOMPIVG, supuso un gran éxito en el camino 

hacia la lucha contra la violencia de género, lo que puso a España en el mapa 

internacional, convirtiéndose en un referente en cuanto al tratamiento de este fenómeno. 

Con esta Ley, se puso fin a su consideración como una cuestión de ámbito personal y 

privado, adquiriendo una dimensión social, que provocó que la sociedad se concienciara 

de la lacra que constituye este problema. A ello contribuyeron notablemente los medios 

de comunicación, dándole una dimensión sin precedentes.  

Segunda.- La especialización de los Juzgados y Fiscalías, constituye un elemento 

fundamental en la lucha contra la violencia de género. España es el único país de la 

Unión Europea, que cuenta con juzgados especializados en esta materia, es por ello que 

España ha sido considerado como un país pionero en la erradicación de la violencia de 

género, tal y como ha reconocido el Parlamento Europeo y el Manual de Legislación de  

Violencia sobre la Mujer elaborado en 2010 por Naciones Unidas. Muchas han sido las 

críticas a la creación de estos órganos jurisdiccionales, así como, también se han 

planteado varias cuestiones de inconstitucionalidad de la Ley que los crea, considerando 

que su instauración tiene carácter sexista, asimétrico y discriminatorio, cuestiones 

inadmitidas por parte del TC, el cual no contempla la vulneración del derecho a la 

igualdad y a la no discriminación por razón de sexo, basándose en una discriminación 

positiva del principio de igualdad, manifestando que “no puede darse violación del 

principio de igualdad entre quienes se hallan en situaciones diferentes” .  

Tercera-. La inclusión en el ordenamiento, del art. 15 bis LECrim., en la nueva 

redacción dada por el art. 59 LOMPIVG supone un paso más para la protección de las 
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víctimas de violencia de género, que ya no tienen la necesidad de desplazarse hacia el 

lugar donde ocurrieron los hechos, que en estos casos, no son de grato recuerdo, así 

como, tampoco al del domicilio del denunciado, lo que hace que las víctimas no se vean 

expuestas a una situación de riesgo, facilitándoles los trámites a la hora de denunciar los 

hechos. 

Cuarta-. Para la aplicación efectiva de las medidas de protección y seguridad a las 

víctimas, se precisa de  gran cantidad de medios, humanos, materiales y económicos que 

en muchas situaciones, debido al gran número de  mujeres afectadas por la violencia de 

género, no son suficientes para cubrir esta demanda, lo que hace que en ocasiones las 

víctimas se hallen sin la protección que requieren.  

Aunque en los últimos años se han proporcionado a las víctimas mayores 

prestaciones y ayudas, tanto sociales como económicas, gracias a la creación de oficinas 

de Atención a la Víctima de las que pueden disponer las administraciones públicas, así 

como, programas de acción de empleo, la renta de inserción activa, acceso prioritario y 

preferente a viviendas protegidas y residencias públicas, entre otras, que han 

posibilitado, un amplio abanico de recursos a las víctimas. 

Quinto-. Para que exista violencia de género, no se precisa que haya convivencia 

entre los cónyuges o la pareja. Extiende de esta forma, la LOMPIVG, su carácter de 

aplicación sancionador y protector sobre aquellas víctimas que estén ligadas por una 

relación sentimental, sin estimar necesario el requisito de la convivencia. Sin olvidar, 

tampoco, que éste texto legal, no sólo protege a las víctimas, sino que se ocupa también 

de la protección de los menores e incapaces que se hallen bajo la patria potestad, tutela 

o curatela de la víctima, lo que supone que la mencionada ley, se ocupa también de la 

protección de los menores, así como del núcleo familiar, velando por su interés. 

Sexto-. La adopción de medida de protección, como la salida del domicilio por parte 

del agresor, o la orden de alejamiento, no es tarea fácil para los JVM. Su adopción, 

como medidas de protección convenientes para garantizar la protección de la víctima, 

puede que no plantee dudas al juzgador, al existir hechos fundados de que una situación 

de convivencia o interacción entre agresor y víctima, podría desembocar en 

consecuencias fatales, no sólo para la mujer, sino también para los menores sujetos a 
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patria potestad. La dificultad estriba en las consecuencias que estas medidas implican 

para las partes afectadas, especialmente para el agresor. Al adoptar estas medidas, el 

agresor, se ve obligado a cambiar su lugar de residencia, lo que en muchas ocasiones 

conlleva tener que recorrer grandes distancias para acudir a su lugar de trabajo, llegando 

incluso a perder su puesto de trabajo, al tener que residir fuera de su domicilio habitual, 

agravándose la situación en aquellos casos, en que existan menores de edad 

dependientes del agresor.  

Esto hace que los Jueces, se muestren reticentes a la hora de adoptar, en algunos 

casos, este tipo de medidas, o que establezcan un margen de distancia menor del que 

realmente se necesita en el caso concreto. Y es que, los JVM, son los responsables de 

garantizar la protección necesaria a las víctimas lo cual, y a pesar de que hayan 

transcurrido más de diez años desde la promulgación de esta Ley, sigue siendo una tarea 

muy compleja.  

Séptimo-. La supervisión del cumplimiento de las órdenes de alejamiento, ha sido 

uno de los grandes quebraderos de cabeza de esta Ley. Pero el “Protocolo de actuación 

del sistema de seguimiento por medios telemáticos del cumplimiento de las medidas y 

penas de alejamiento en materia de violencia de género”, aprobado por acuerdo suscrito 

entre el Ministerio de Justicia, el Ministerio del Interior, el Ministerio de Sanidad, 

Servicios Sociales e Igualdad, el Consejo General del Poder Judicial y la Fiscalía 

General del Estado, el 11 de octubre de 2013, supone todo un avance para garantizar el 

cumplimiento de estas medidas, erigiéndose como una herramienta básica e 

indispensable para combatir este fenómeno. 

Octava-. En la actualidad, debido a la demanda de profesionales especializados en 

esta materia, y tras varios Congresos de la Abogacía, son varios los Colegios 

Profesionales que cuentan con un turno especializado, estableciéndose a través del 

mismo, mecanismos de coordinación necesarios para resolver las incidencias derivadas 

del devenir procesal de las sucesivas actuaciones que origina un hecho de violencia de 

género, con el objetivo de que exista una única dirección Letrada, que asuma la defensa 

de la víctima, en todos aquellos procedimientos derivados, directa o indirectamente, de 

la situación de violencia padecida por la misma. 
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